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RESUMEN 

La investigación abordó la trascendencia del principio del Interés Superior del Niño 

(ISN) en el derecho de familia y los derechos de los niños, niñas y adolescentes (NNA), 

destacando su papel como eje central en la jurisprudencia y la doctrina contemporáneas, a 

pesar de las dificultades que presenta su naturaleza jurídica indeterminada y su aplicación 

discrecional en casos judiciales. A través de un análisis doctrinario y jurisprudencial de 

resoluciones judiciales específicas, esta investigación busca proporcionar una comprensión 

más clara del ISN y ofrecer herramientas para su aplicación más coherente y garantista, 

alineada con la protección efectiva de los derechos de los menores. Se examinan tres 

resoluciones judiciales ecuatorianas, evidenciando una aplicación y motivación variables del 

ISN, lo que subraya la necesidad de una guía más sistemática y robusta para los jueces. La 

investigación concluye que, para respaldar una interpretación y aplicación más consistentes 

del ISN, es imperativo adoptar un enfoque más sistemático y proporcionar a los juzgadores 

herramientas doctrinarias y jurisprudenciales más claras, lo que a su vez promoverá una 

protección más efectiva de los derechos de los NNA en Ecuador. 

 

Palabras clave: Interés Superior del Niño, Derechos de los Niños, Niñas y 

Adolescentes, Jurisprudencia. 
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ABSTRACT 

The research addressed the significance of the Best Interest of the Child (BIC) principle 

within family law and the rights of children and adolescents, highlighting its role as a central 

axis in contemporary jurisprudence and doctrine, despite the challenges presented by its 

indeterminate legal nature and discretionary application in judicial cases. Through a doctrinal 

and jurisprudential analysis of specific judicial resolutions, this study seeks to provide a clearer 

understanding of the BIC and offer tools for its more consistent and protective application, 

aligned with the effective protection of minors' rights. Three Ecuadorian judicial resolutions are 

examined, showing variable application and motivation of the BIC, which underscores the 

need for a more systematic and robust guide for judges. The research concludes that, to 

support a more consistent interpretation and application of the BIC, it is imperative to adopt a 

more systematic approach and provide judges with clearer doctrinal and jurisprudential tools, 

which in turn will promote more effective protection of the rights of children and adolescents 

in Ecuador. 
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INTRODUCCIÓN 

La importancia del Interés Superior del Niño, (ISN) sin duda, ocupa un lugar 

fundamental en la legislación, la jurisprudencia y la doctrina contemporánea en lo que se 

refiere al derecho de familia y a los derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes (NNA). 

Las normas que rigen el ordenamiento jurídico relacionadas a la protección y 

relaciones familiares están en constante evolución, tal es su importancia que se ha llegado a 

afirmar que es un “eje alrededor del cual deben girar todos los institutos del derecho de 

familia”1. 

Cabe destacar que, al mismo tiempo, contrasta con las diferencias sobre su contenido, 

alcance y forma de aplicación. Gran parte de la literatura que trata el tema considera que este 

fenómeno se debe a su condición de concepto jurídico indeterminado y que por tanto se 

presta a una formulación “abierta” que se manifiesta precisamente en las dificultades de su 

aplicación en casos concretos. 

Varios autores han resaltado que el carácter indeterminado de esta noción impide una 

interpretación homogénea y, en consecuencia, permite que las resoluciones que se adopten 

basadas en ella no satisfagan correctamente las exigencias de seguridad jurídica. Existen 

quienes lamentan que la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) la recogiera, porque 

amparado en el “interés superior” se permitiría un amplio margen a la discrecionalidad de la 

autoridad y se debilitaría la tutela efectiva de los derechos que la propia Convención 

consagra.2  

La discrecionalidad es “la libertad de elección entre alternativas igualmente justas”3, 

es decir que los jueces y en general todas las autoridades relacionadas en la toma de 

decisiones, siempre van a tener la opción de elegir entre más de una. 

Basada en lo expuesto en líneas anteriores, este trabajo pretende demostrar el 

contenido esencial del principio, además de aportar las técnicas necesarias e ineludibles para 

poder establecer de mejor manera el ISN.  

De esta manera, se proporcionaría al juzgador las herramientas doctrinarias y 

jurisprudenciales, analizadas en casos concretos, para proveerle de ideas y ejemplos 

sustanciales para una aplicación más acertada del principio con una concepción garantista 

 
1 Durán Ayago, A., La protección internacional del menor desamparado: régimen jurídico, Editorial 
COLEX, Madrid, 2004, p.87. 
2 Citado por Cillero: El interés superior del niño en el marco de la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño. Ciudad de Guatemala: Escuela de Estudios Judiciales. Oficina Alto Comisionado 
para los Derechos Humanos, Unicef  
3 De Torres, J.M. (2009). El interés del menor y derecho de familia, una perspectiva multidisciplinar: 
Madrid: lustel, p.25. 
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que promueva la conciliación entre interés superior del niño y la protección efectiva de sus 

derechos. 
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CAPÍTULO I.  ASPECTOS GENERALES 

1.1 Introducción 

La aprobación, en 1989, de la CIDN es la culminación de un proceso progresivo de 

reconocimiento y protección de los derechos de los niños que se ha desarrollado durante el 

siglo XX. 

El análisis histórico -jurídico, revela la existencia de una estrecha vinculación entre el 

perfeccionamiento de los instrumentos de protección de los derechos de los niños y, el 

progreso en la garantía y protección de los derechos humanos en general. Los derechos de 

los niños, según diversos estudios, disponen de mecanismos más efectivos de protección en 

la medida que permanecen ligados a la protección general de los derechos humanos. 

Lo que se pretende con esta investigación es analizar de qué manera los jueces 

ecuatorianos han interpretado el interés superior del niño para la adopción de medidas de 

prevención frente a la sustracción internacional de menores. 

1.2 Planteamiento del problema 

1.2.1 Antecedentes del problema 

El CNA ecuatoriano no determina un procedimiento judicial en materia de 

recuperación internacional de niñas, niños y adolescentes; debido a que el legislador 

determinó que en materia de procedimiento es aplicable el artículo 1 del Código Orgánico 

General de Procesos, que dispone: “Ámbito. Este Código regula la actividad procesal en todas 

las materias, excepto la constitucional, electoral y penal, con estricta observancia del debido 

proceso”; sin embargo, entre las y los jueces de familia, niñez y adolescencia existen dudas 

con respecto a cuál de los procedimientos judiciales de conocimiento establecidos en ese 

cuerpo legal es el aplicable: si el ordinario reconocido en el artículo 289; el sumario previsto 

en el artículo 332; o el voluntario constante en el artículo 334 ibidem. Esta duda entre otros 

aspectos, ha venido influyendo en el retardo en la sustanciación y resolución de estas causas. 

El no respeto de los derechos de niños, niñas y adolescentes a crecer y desarrollarse 

de acuerdo a una vida digna, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de 

afectividad y seguridad con acceso a salud, educación, deberes primordiales del Estado con 

las personas que viven en él, lo que en su mayoría no se lo cumple.  

La violación del derecho del niño, niña y adolescente a tener una familia y a su 

convivencia, casos en los que, por existir familias disfuncionales, conformadas por madres e 

hijos, padres e hijos, e incluso abuelos y nietos entre otros, son cuestiones que se prestan 

para existir problemas que generan que los menores se desarrollen en una sociedad de 

supervivencia. 
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1.2.2 Delimitación del problema 

Delimitación espacial. - La investigación se construirá en base a fallos judiciales de 

sustracción internacional de menores en el Ecuador.  

Delimitación Temporal. - En esta investigación se analizará la interpretación que han 

hecho los jueces ecuatorianos respecto al interés superior del niño para precautelar medidas 

de protección frente a la sustracción internacional de menores en el período 2016-2020 

Delimitación técnica. - La investigación estará enfocada en el marco del Derecho 

Internacional Privado Ecuatoriano y la Convención Internacional de los Derechos del Niño. 

En este orden de ideas, el Derecho internacional de familia que integra el Derecho 

internacional privado es un sector en el que las transformaciones reflejan un alto grado de 

visibilidad. El contexto no requiere detenernos en justificar la importancia que plantea adecuar 

la normativa a los nuevos modelos desplegados en un escenario que, entre otras variables 

es caracterizado por la dinámica que reviste la movilidad de las personas.  

1.2.3 Formulación del Problema 

¿De qué manera se realiza la interpretación judicial del interés superior del niño en los 

fallos sobre sustracción de menores internacional de menores (2016-2020) en el Ecuador? 

1.2.4 Objetivo General 

Analizar de qué manera los jueces ecuatorianos han interpretado el interés superior 

del niño para la adopción de medidas de prevención frente a la sustracción internacional de 

menores en el Ecuador durante el período 2016-2020. 

1.2.5 Objetivos específicos 

Analizar propuestas doctrinarias para el establecimiento y criterios de aplicación del 

interés superior del niño en fallos referentes a la Sustracción Internacional de Menores. 

Determinar los cánones, criterios hermenéuticos o directivas de interpretación 

utilizados por los jueces para prevenir la sustracción internacional de menores. 

Sistematizar la información relevante de las decisiones judiciales a ser analizadas 

para comprender la aplicación e interpretación del interés superior del niño. 

1.3 Estado del Arte y Marco Teórico  

1.3.1 Estado del Arte 

Uno de los grandes vacíos del sistema jurídico fue durante mucho tiempo los derechos 

de los niños, niñas y adolescentes. 
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“En la historia de los derechos humanos, los niños, niñas y adolescentes siempre han 

sido sujetos vulnerables dentro de la sociedad, el sistema jurídico no hacía alusión a 

establecer u otorgar derechos que los protejan y ayuden a su desarrollo integral, lo 

máximo a lo que podían llegar, es a que sus padres tengan un reconocimiento legal 

en materia de derechos” (Anilema, 2018, p.8). 

Existen ciertos autores adscritos a la teoría de protección integral: Por ejemplo, se 

tienen: 

Azcarraga (2015) sostiene que la sustracción internacional de menores es un tema 

dramático desde el punto de vista social, y complejo desde el punto de vista jurídico. El 

presente artículo proporciona las vías de actuación reguladas en la legislación española, de 

fuente internacional y nacional, que son complementarias si bien persiguen objetivos 

diferentes (la restitución del menor, la obtención de la custodia, responsabilidad civil o penal). 

Alcanzar una solución satisfactoria requerirá de un asesoramiento integral que guíe al 

perjudicado por la vía o vías más adecuadas para resolver su caso. 

La autora demuestra que en efecto la restitución internacional de menores es un tema 

de preocupación que ha traspasado fronteras y no ha podido darse un adecuado manejo en 

el ordenamiento jurídico vigente de los Estados. 

Rodríguez y Santacruz (2009) sostiene que la sustracción interparental de menores 

(SIM) es aquella acción que realiza uno de los padres de un niño, niña o adolescente, 

mediante su sustracción, retención u ocultamiento, para impedir al otro progenitor el ejercicio 

de sus derechos de visita o de custodia. La violación de estos derechos, establecidos a favor 

tanto de los padres como de los hijos, puede llegar a constituir, en el ámbito internacional, 

una retención ilícita o traslado ilegal del menor a un país diferente al de su residencia habitual. 

Esto ha llevado a la mayoría de países a adoptar una legislación interna especializada para 

el tratamiento de este fenómeno y a adherirse al Convenio de la Haya sobre Aspectos Civiles 

de la Sustracción Internacional de Menores. 

Al ser los niños, niñas y adolescentes, sujetos de derechos y obligaciones, amparados 

en las constituciones y leyes de cada país y en los convenios internacionales como: Convenio 

de la Haya, la Convención de Derechos Humanos, Convención de los Derechos del niño, 

entre otros y siendo el Ecuador, suscriptor de estos convenios, se comprometió a respetar 

los derechos fundamentales reconocidos y a garantizar su pleno ejercicio a toda persona, sin 

discriminación alguna. Además, señaló, en la Constitución de la República del Ecuador (CRE) 

y en su ordenamiento jurídico, que se establece el principio de “Interés Superior de Niños, 

Niñas y Adolescentes”. 
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Rodríguez (2015) exponen que la globalización ha producido un nuevo orden mundial 

de profundas transformaciones socio- económicas que han propiciado vertiginosos cambios 

sin precedentes en la historia y, que, junto a la revolución de la mujer, han aglutinado nuevos 

desafíos para el modelo de familia y sociedad. Los divorcios entre cónyuges de distinta 

nacionalidad han incrementado ostensiblemente el número de traslados internacionales de 

menores –con o sin sustracción-, afectando tanto a la toma de decisiones judiciales sobre la 

guarda y custodia, como a las evaluaciones psicológicas forenses. El objetivo de este artículo 

es hacer una reflexión que ayude a profundizar sobre la tarea pericial del psicólogo forense 

en casos de traslados o sustracción de menores internacionales; para ello es necesario 

conocer entre otras cuestiones el marco legislativo actual. 

González (2014) indican una serie de conclusiones que pudieran ser un aporte en un 

tema siempre pendiente en el derecho internacional privado, nos referimos al reconocimiento 

y ejecución de acuerdos que tienen una connotación transfronteriza y familiar y que además 

son voluntarios y que pueden derivar, incluso, de instrumentos de Soft Law , como es la Guía 

de Buenas Prácticas. Razones que buscan, en definitiva, evitar en los niños daños 

irreparables derivados del conflicto familiar internacional y que se pudieran paliar, si no 

desactivar, a través de la consecución de acuerdos voluntarios transfronterizos reconocidos 

y ejecutados en las diversas jurisdicciones involucradas. 

Carrillo (2015) abordó el estudio de la mediación como un método amistoso para la 

resolución de conflictos en casos de sustracción internacional de menores. En su análisis, se 

examina tanto la regulación en el Derecho europeo como en el Derecho español, destacando 

las ventajas de la mediación frente a la vía judicial. Aunque la mediación ofrece mayores 

beneficios, como la reducción de tiempo y costos, Carrillo señala que esta práctica no está 

ampliamente extendida en estos casos. 

Cobas (2015), exploró la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran los 

menores extranjeros, tanto acompañados como no acompañados. Este trabajo introduce al 

lector en las cuestiones legislativas más importantes, centrándose en la normativa que regula 

los procesos de regularización del estatus de los menores en el ámbito migratorio, 

subrayando la importancia de ofrecerles una protección adecuada. 

Arlectaz (2015) analizó la opinión consultiva de la CIDH sobre los derechos de los 

menores en el contexto migratorio. Este artículo aborda específicamente la posibilidad y las 

condiciones bajo las cuales la libertad de los menores puede verse afectada en 

procedimientos migratorios. Si bien la Corte ha fortalecido los derechos humanos en este 

ámbito, Arlectaz destaca que habría sido deseable una mayor precisión técnica en su 

pronunciamiento sobre la detención de menores. 
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La sustracción internacional de niños se refiere a la detención, ocultamiento o traslado 

injustificado de un menor, separándolo de la persona que sustenta su custodia. Esto altera 

su equilibrio emocional, social y cultural, constituyendo una violación de sus derechos 

humanos, incluyendo su derecho a la identidad y a la vida familiar. En la mayoría de los casos, 

es uno de los padres quien retiene o traslada al niño sin el consentimiento del otro progenitor, 

lo que suele implicar traslados a otros países. Para solicitar la restitución del menor, se deben 

cumplir los protocolos establecidos en convenios internacionales y las normativas jurídicas 

de cada país. 

1.3.2 Marco Teórico 

Alarcón y Suárez (2020) sostienen que la sustracción internacional de menores es un 

fenómeno de gran relevancia y complejidad que involucra tanto aspectos sociales como 

jurídicos, y plantea desafíos significativos para la protección efectiva de los derechos de los 

NNA. Desde el punto de vista social, el traslado no autorizado de un menor fuera de su 

entorno familiar y social representa un evento traumático, que afecta su estabilidad 

emocional, su desarrollo y su derecho a mantener relaciones significativas con sus familiares, 

especialmente con aquellos de quienes ha sido separado. Este tipo de desplazamientos, que 

a menudo son ejecutados por uno de los progenitores en el contexto de conflictos familiares 

o disputas de custodia, resultan en la desestabilización de la vida del menor. Esto involucra 

su separación de su residencia habitual y el consiguiente corte de sus vínculos afectivos y 

culturales.  

Atencio (2021) expone que, desde una perspectiva jurídica, la sustracción 

internacional de menores se enfrenta a un intrincado conjunto de normas que abarcan tanto 

el derecho nacional como el internacional. En el ámbito internacional, el Convenio de La Haya 

sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, firmado en 1980, se 

erige como el instrumento principal para abordar estos casos. Este Convenio tiene como 

objetivo primordial la restitución inmediata del menor a su lugar de residencia habitual, 

garantizando así la protección de sus derechos fundamentales y evitando que el Estado al 

que el menor ha sido llevado se convierta en un refugio seguro para la retención ilícita de 

menores. 

El ordenamiento jurídico nacional de cada país y el derecho internacional suelen tener 

objetivos diversos en relación con la sustracción de menores, oscilando entre la restitución 

del menor, la obtención de la custodia, y la imposición de responsabilidad civil o penal al 

progenitor infractor. En Ecuador, la normativa relevante para estos casos incluye el Código 

de la Niñez y Adolescencia, que enfatiza la protección de los derechos de los NNA y reconoce 
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el principio del ISN como criterio rector en todas las decisiones judiciales que les afecten 

(Pincay, 2020).  

Sin embargo, cuando se trata de casos de sustracción internacional, las leyes locales 

a menudo deben complementarse con el derecho internacional privado, que facilita la 

cooperación entre Estados para resolver conflictos en los que están involucrados ciudadanos 

de diferentes nacionalidades. Esto se vuelve particularmente complejo en aquellos casos en 

los que los Estados implicados no son signatarios de los mismos tratados, o en los que las 

disposiciones del derecho internacional no se implementan de manera coherente o efectiva 

en el ámbito nacional (Oña et al, 2019).  

En este contexto, alcanzar una solución satisfactoria en los casos de sustracción 

internacional de menores requiere una orientación y asesoramiento integrales, que guíen 

tanto a los progenitores afectados como a los jueces a través de las vías legales adecuadas 

para buscar el retorno del menor a su entorno familiar y social. Esta orientación también 

implica la necesidad de evaluar el marco de derechos humanos en el que se desenvuelven 

estos casos, asegurando que las decisiones tomen en cuenta las necesidades y derechos 

específicos de los NNA en situaciones de desplazamiento y separación parental. 

El Convenio de La Haya sobre Sustracción Internacional de Menores es un tratado de 

alcance universal, ratificado por numerosos Estados que han asumido el compromiso de velar 

por el retorno de los menores sustraídos de forma ilícita y trasladados a otro Estado sin la 

autorización correspondiente del titular de la custodia. Este Convenio establece un 

procedimiento de cooperación intergubernamental que permite a los Estados actuar de 

manera conjunta para garantizar la restitución del menor a su país de origen, partiendo de la 

premisa de que la jurisdicción para resolver los asuntos de custodia debe permanecer en el 

Estado de residencia habitual del niño. Esto se fundamenta en la idea de que es en dicho 

Estado donde el menor tiene sus lazos afectivos, culturales y sociales más profundos, y, por 

ende, es el lugar que puede ofrecerle un entorno más estable y adecuado para su desarrollo 

integral (Murillo et al., 2020).  

Sin embargo, el Convenio de La Haya también reconoce que en algunos casos el 

retorno del menor podría no ser la opción más adecuada para su bienestar, estableciendo 

excepciones limitadas en las que los tribunales pueden negar la restitución si consideran que 

existe un riesgo grave de daño físico o psicológico para el menor, o si el menor ha alcanzado 

una edad y madurez suficientes para expresar su voluntad de no retornar. Estas excepciones 

reflejan la complejidad inherente al principio del ISN y el esfuerzo por equilibrar los derechos 

del menor con las obligaciones legales de los Estados en el marco del derecho internacional. 
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Uno de los desafíos más significativos en la implementación del Convenio de La Haya 

radica en la variabilidad de la interpretación y aplicación de sus disposiciones por parte de los 

tribunales nacionales. Aunque el Convenio pretende ser un marco legal uniforme, los distintos 

sistemas jurídicos y culturales de los Estados firmantes pueden influir en cómo se perciben y 

se aplican los conceptos de sustracción y de interés superior del niño.  

En Ecuador, por ejemplo, aunque el Convenio de La Haya tiene fuerza de ley al haber 

sido ratificado, su aplicación en los tribunales puede verse influenciada por factores como la 

comprensión y capacitación de los jueces en derecho internacional de familia, así como por 

los recursos y mecanismos de cooperación internacional disponibles en cada caso. Además, 

en la práctica, la ejecución del Convenio depende en gran medida de la colaboración entre 

las autoridades centrales de los Estados involucrados, quienes tienen el deber de facilitar el 

intercambio de información y coordinar el retorno seguro del menor.  

No obstante, los obstáculos en la cooperación internacional, tales como la burocracia 

o las diferencias en los sistemas de protección de la niñez, pueden retrasar o incluso frustrar 

los procedimientos de restitución, lo que pone de relieve la necesidad de fortalecer la 

capacitación y el entendimiento de las normas internacionales para los operadores de justicia. 

Desde el punto de vista teórico, el análisis de la sustracción internacional de menores 

no puede desvincularse de los principios de protección de los derechos humanos, en los 

cuales se inscribe el principio del ISN como criterio prioritario en todas las decisiones 

relacionadas con NNA. Este principio, reconocido tanto en el ámbito nacional ecuatoriano 

como en los tratados internacionales ratificados por el país, exige que cualquier medida 

adoptada en relación con los NNA tenga en cuenta, antes que cualquier otra consideración, 

el bienestar físico, emocional y psicológico del menor (Pincay, 2020).  

En este sentido, la implementación del ISN en los casos de sustracción internacional 

de menores presenta una paradoja: aunque el Convenio de La Haya busca asegurar el 

retorno inmediato del menor a su residencia habitual, las excepciones previstas en su artículo 

13 demuestran que el interés superior del niño puede justificar la no restitución cuando el 

retorno implica riesgos para su seguridad y bienestar. Este equilibrio entre el respeto a la 

normativa internacional y la protección del menor exige un enfoque interpretativo flexible y 

bien fundamentado, que permita a los jueces tomar decisiones basadas en una comprensión 

profunda de las circunstancias particulares de cada caso.  
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1.3.3 Glosario de conceptos principales involucrados en el problema 

1.3.3.1 Interés superior del niño 

El interés superior del niño en los procesos de la niñez y adolescencia, se define como 

un principio garantista, que mantiene que toda decisión que afecte o involucre a los menores 

de edad debe ser de carácter prioritaria para garantizar la satisfacción integral de sus 

derechos (Murillo et al., 2020). 

1.3.3.2 Sustracción 

La sustracción de niños es la detención, ocultamiento, traslado o separación 

injustificada de un niño, niña o adolescente de la persona que sustenta su custodia. Al llevar 

a un niño lejos de su residencia habitual, se alteran su equilibrio, condición cultural y social y 

constituye un atentado en contra de sus derechos humanos, su derecho a vivir en familia, se 

impide su desarrollo con bienestar, se afecta su integridad personal y su identidad y puede 

ser expuesto a situaciones de peligro y de violencia (Murillo et al., 2020). 

1.3.3.3 Restitución 

En la mayoría de los casos, es uno de los padres quien traslada o retiene al niño sin 

el conocimiento o autorización del otro progenitor. Por lo general los traslados se hacen a 

otros países y para solicitar su restitución, es necesario cumplir los protocolos establecidos 

en las convenciones internacionales y en el marco jurídico de cada país (Murillo et al., 2020). 

1.3.3.4 Residencia 

Las convenciones en vigor requieren que la residencia habitual del niño se ubique en 

un Estado parte y que el niño haya sido trasladado a otro Estado parte. No es necesario que 

el menor haya sido desplazado desde el lugar donde residía (Murillo et al., 2020). 

1.4 Aportes de la Investigación 

Aportará en el ámbito académico para indicar la vigencia y la eficacia de la aplicación 

del principio del interés superior del niño reconocido por el derecho internacional privado 

ecuatoriano. 

Contribuirá en el ámbito jurídico porque analizará los fallos judiciales y la interpretación 

judicial sobre sustracción internacional de menores en el Ecuador. 

En el ámbito social se generará una discusión respecto a cuál es la protección 

adecuada para os niños y niñas que son sustraídos de su residencia habitual y cuál será su 

afectación en su desarrollo integral. 
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1.5 Diseño metodológico de la investigación 

1.5.1 Hipótesis 

Los criterios jurisprudenciales de interpretación del interés superior del niño en casos 

de sustracción internacional de menores permiten garantizar su desarrollo integral, el pleno 

ejercicio de sus derechos fundamentales y su protección frente a riesgos, arbitrariedades o 

condiciones extremas. 

1.5.2 Enfoque de la investigación 

La investigación se llevó a cabo bajo un enfoque cualitativo, ya que se centró en el 

análisis de la interpretación judicial del principio del ISN en los fallos sobre sustracción 

internacional de menores en el Ecuador, durante el período 2011-2012. A través del análisis 

de resoluciones judiciales, la investigación buscó comprender cómo los jueces han 

interpretado y aplicado este principio en casos concretos, lo que permitió identificar las 

inconsistencias y desafíos en su aplicación.  

Se determinó como variable dependiente el ISN; representado por la interpretación de 

los jueces frente ISN, desde la titularidad de los derechos fundamentales del menor y desde 

el aseguramiento de la efectividad que se da a los menores de acuerdo a su grado de 

madurez, y variable independiente, la interpretación judicial; desde la perspectiva de que cada 

caso concreto, la racionalidad jurídica y de cultura de los abogados litigantes, la sociedad, los 

legisladores y los jueces que administran justicia. 

Se abordaron conceptos clave relacionados con los derechos de los NNA, a la luz de 

la Convención sobre los Derechos del Niño y las normativas locales como el CNA, lo que 

facilitó la comprensión del vínculo entre el ISN y la protección efectiva de los menores. El 

estudio de los fallos judiciales, tanto en su motivación como en su contenido, permitió analizar 

de manera crítica la variabilidad en la aplicación del ISN, con el objetivo de proponer 

recomendaciones para una aplicación más coherente y garantista del principio. 

1.5.3 Método de la investigación 

Para alcanzar el objetivo general y los objetivos específicos planteados en la 

investigación, se empleó el método sintético-jurídico, adecuada para integrar y analizar un 

problema jurídico específico relacionado con la aplicabilidad del principio del ISN en la materia 

de niñez y adolescencia en casos de sustracción internacional de menores en Ecuador. La 

investigación se centró en un estudio de caso, el cual se basó en el análisis de tres sentencias 

judiciales emitidas en Ecuador relacionadas con la sustracción internacional de menores. Se 

examinó cómo los jueces ecuatorianos han aplicado el ISN en estos casos, prestando 

especial atención a los criterios utilizados para justificar sus decisiones.  
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El método también incluyó un análisis doctrinal y jurisprudencial de los marcos 

normativos internacionales y nacionales aplicables, tales como la Convención sobre los 

Derechos del Niño y el Convenio de La Haya sobre Sustracción Internacional de Menores.  A 

partir de esta metodología, se logró comprender las diferencias en la interpretación judicial 

del ISN y las consecuencias que esto tiene para la protección de los derechos de los NNA en 

el contexto de sustracción internacional. 

1.5.4 Instrumentos utilizados 

Para el desarrollo de esta investigación, se empleó la revisión documental como el 

principal instrumento de recolección de datos, con el propósito de obtener una base teórica 

sólida que sustente el análisis de la interpretación judicial del principio del ISN en los fallos 

sobre sustracción internacional de menores. La revisión documental incluyó la recopilación y 

análisis de fuentes secundarias, entre las que se destacaron los fallos judiciales emitidos por 

los tribunales ecuatorianos durante el período 2011-2012. Estas resoluciones judiciales 

fueron seleccionadas en función de su relevancia directa para el tema de estudio, ya que 

representan ejemplos concretos de cómo los jueces han aplicado el principio del ISN en casos 

de sustracción internacional. 

Además de las sentencias judiciales, se revisaron normativas nacionales e 

internacionales relacionadas con los derechos de los niños, como la CDN, el CNA y el 

Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. 

Estos documentos proporcionaron el marco legal dentro del cual los jueces debieron basar 

sus decisiones, y su análisis fue esencial para evaluar si las interpretaciones judiciales del 

ISN se alinearon con los principios internacionales y las normativas locales que protegen a 

los niños, niñas y adolescentes. 

Otro aspecto importante en la revisión documental fue la consulta de doctrinas y 

artículos académicos que abordan el concepto del ISN y su aplicación en el ámbito del 

derecho internacional y del derecho familiar. La doctrina analizada permitió contextualizar el 

principio del ISN dentro del marco teórico y filosófico del derecho de familia, ofreciendo 

herramientas interpretativas adicionales que facilitaron la evaluación crítica de las decisiones 

judiciales ecuatorianas. Este enfoque teórico se complementó con estudios comparativos que 

examinaban cómo otros sistemas judiciales aplican el ISN, lo que enriqueció el análisis de los 

fallos ecuatorianos. 

En cuanto a la técnica utilizada para el análisis de la información recopilada, se optó 

por un análisis interpretativo, donde los fallos judiciales y las normativas relevantes fueron 

examinados en función de su relación con los objetivos de la investigación. El enfoque 

interpretativo permitió identificar cómo los jueces ecuatorianos aplicaron el principio del ISN 
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en los casos seleccionados, evaluando las justificaciones presentadas y su coherencia con 

los estándares internacionales. Los datos fueron analizados desde una perspectiva crítica, 

poniendo énfasis en la calidad de las motivaciones judiciales y su adecuación a los principios 

de protección de los derechos de los niños.  
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CAPÍTULO II.  EL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO EN EL MARCO DE LA CONVENCIÓN 
INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

2.1 Nociones introductorias 

La aprobación, en 1989, de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño 

(CDN) es la culminación de un proceso progresivo de reconocimiento y protección de los 

derechos de los niños que se ha desarrollado durante el siglo XX. El análisis histórico-jurídico, 

revela la existencia de una estrecha vinculación entre el perfeccionamiento de los 

instrumentos de protección de los derechos de los niños y el progreso en la garantía y 

protección de los derechos humanos en general. 

Los derechos de los niños, según varios estudios, disponen de mecanismos más 

efectivos de protección en la medida que permanecen ligados a la protección general de los 

derechos humanos. La evolución actual del pensamiento jurídico permite afirmar que, tras la 

noción de derechos humanos, está inmersa la idea de que todas las personas, incluidos los 

niños, gozan de los derechos consagrados para los seres humanos y que es deber de los 

Estados promover y garantizar su efectiva protección igualitaria. Por su parte, en virtud del 

mencionado principio de igualdad, se reconoce la existencia de protecciones jurídicas y 

derechos específicos de ciertos grupos de personas, entre los cuales están los niños.  

El nuevo derecho de la infancia-adolescencia surgido en América Latina, rama en la 

cual destacan importantes autores como Miranda Valdemito y Miguel Cillero por sus 

investigaciones, se enfoca en los mecanismos de exigibilidad y protección efectiva de los 

derechos contenidos en la Convención.  

La cuantiosa normativa que ha venido a reemplazar a las antiguas leyes de menores 

se funda en que los derechos del niño derivan de su condición de persona; en consecuencia, 

se establece que los dispositivos de protección de los derechos de la infancia son 

complementarios; no pueden ser sustitutivos de los mecanismos generales de protección de 

derechos reconocidos a todas las personas. Los niños gozan de una protección 

complementaria de sus derechos que no es autónoma, sino fundada en la protección jurídica 

general. En este sentido, cualquier pretensión de autonomía del derecho de infancia que no 

respete estos fundamentos, como la que se sostuvo hasta hace un tiempo por algunos 

autores que promovían un derecho de menores independientes, es contraria a la concepción 

de los derechos del niño que proviene de la doctrina universal de los derechos humanos.  

La Convención Internacional sobre los Derechos de los Niños es una excelente 

síntesis de normas provenientes de instrumentos de derechos humanos de carácter general 

y de principios y derechos propios de la tradición jurídica vinculada a los derechos de la 

infancia. Sin embargo, las disposiciones de la Convención deben ser interpretadas y 

comprendidas sistemática y armónicamente; esto tendrá particular importancia para 
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interpretar aquellos principios que la Convención ha recogido del anterior derecho de familia 

o de menores, como es el caso del Interés Superior del Niño (ISN).  

Generalmente, se cree que el ISN es una orientación confusa, indeterminada y sujeta 

a múltiples interpretaciones, tanto de carácter jurídico como sicosocial, que constituiría una 

especie de excusa para tomar decisiones al margen de los derechos reconocidos en razón 

de un impalpable interés superior por fuera de la naturaleza jurídica. Por esta razón, diversos 

autores han puesto de relieve que el carácter indeterminado de esta noción impide una 

interpretación uniforme y, en consecuencia, permite que las resoluciones que se adopten 

basadas en ella no satisfagan debidamente las exigencias de seguridad jurídica. (.) Existen 

quienes lamentan que la Convención la recogiera, porque amparados en "el interés superior" 

se permitiría un amplio margen a la discrecionalidad de la autoridad y se debilitaría la tutela 

efectiva de los derechos que la propia Convención consagra.  

En esta investigación intento desarrollar una interpretación que supere estas 

objeciones, favoreciendo una concepción jurídica precisa del ISN que reduzca 

razonablemente la indeterminación y sea coherente con la finalidad de otorgar la más amplia 

tutela efectiva a los derechos del niño, en un marco de seguridad jurídica. 

2.1.1 Conceptualización del principio “interés superior del niño”. 

La CDN ha elevado el ISN al carácter de norma fundamental, con un rol jurídico 

definido que, además, se proyecta más allá del ordenamiento jurídico hacia las políticas 

públicas e, incluso, orienta el desarrollo de una cultura más igualitaria y respetuosa de los 

derechos de todas las personas. 

Así lo ha determinado el CDN, establecido por la propia Convención, que ha señalado 

que el ISN es uno de los principios generales de la Convención, llegando a considerarlo como 

principio "rector-guía" de ella. De este modo, cualquier análisis sobre la CDN no podrá dejar 

de hacerse cargo de esta noción, pero, a su vez, quien pretenda fundamentar una decisión o 

medida en el ISN deberá regirse por la interpretación que se desprende del conjunto de las 

disposiciones de la CDN. 

No es posible permanecer indiferente ante interpretaciones del interés superior del   

niño que tienden a legitimar decisiones que vulneran los derechos que la propia CDN 

reconoce. 

2.1.2 La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño: expresión de un 
consenso universal 

Durante el siglo XX la manifestación más significativa del movimiento de protección 

de los derechos del niño es la aprobación de la Convención Internacional. En el ámbito 

internacional es posible destacar dos hitos fundamentales que le sirven como antecedente: 
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la Declaración de Ginebra de 1924 y la Declaración Universal de Derechos del Niño de 1959. 

En el ámbito nacional se pueden encontrar numerosas iniciativas legales que, con mayor o 

menor eficacia, buscaron proteger a la infancia y velar por sus derechos y bienestar. 

A pesar de las perspectivas culturales tan diversas y a la dificultad de la materia que 

aborda, la CDN es un instrumento amigable que cuenta prácticamente con reconocimiento 

universal jurídico, además de una masiva aceptación social. 

Si bien el consenso, como dice Lyotard, es siempre un horizonte a realizar, se puede 

afirmar que la CDN representa el consenso de las diferentes culturas y sistemas jurídicos de 

la humanidad en aspectos tan esenciales como los derechos y deberes de los padres y del 

Estado frente al desarrollo de los niños, las políticas públicas dirigidas a la infancia, los límites 

de la intervención del Estado y la protección del niño de toda forma de amenaza o vulneración 

de sus derechos fundamentales, que convergen finalmente en la obligación de los padres, 

los órganos del Estado, y la sociedad en general de adoptar todas las medidas para dar 

efectividad a sus derechos. 

La CDN supera, por decisión de los propios Estados, visiones excluyentes de las 

diferencias culturales que impiden construir estándares jurídicos comunes a todas las 

personas relativos a sus derechos fundamentales. Esta es una de las principales 

consecuencias de la positivización internacional de los derechos humanos, avance 

significativo de la humanidad en la segunda mitad del XX que también se hace extensivo a 

los niños a partir de la ratificación prácticamente universal de la CDN. 

Se ha indicado, empero, que el proceso de redacción de las normas internacionales 

no puede considerarse como un ejemplo de formación de un consenso universal, dada la 

diferente posición negociadora que se encuentra en cada uno de los Estados. Esta objeción 

es particularmente débil en el ámbito de la infancia ya que no cabe duda que los procesos de 

ratificación nacional unidos a la posibilidad de formular reservas específicas y a la existencia 

de una nueva legislación nacional que surge desarrollando los derechos de la CDN en 

diversos contextos culturales, demuestran que la debilidad de negociación de un Estado 

perteneciente a una cultura no dominante o minoritaria puede ser superada de diversos 

modos, y que el Estado que ratifica lo hace adhiriendo al consenso reflejado en las 

disposiciones de la CDN. 

Al margen del argumento político sostenido en favor de la legitimidad de la pretensión 

de observancia para todos los Estados Parte de las reglas de la CDN independientemente de 

su diversidad cultural, también desde un punto netamente conceptual se llega a similares 

conclusiones. 

Básicamente el problema de la universalidad o relatividad de las reglas jurídicas 

conforme las distintas culturas, ha dado origen a un nutrido debate que ha acompañado toda 

la trayectoria de la filosofía jurídica moderna. Esta polémica ha alcanzado también el ámbito 
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de las relaciones sociales de la infancia y, en particular, a ciertas reglas relativas a la crianza, 

iniciación sexual u otras prácticas que, según algunos autores, parecieran ser de vital 

importancia para defender una flexibilidad normativa atendiendo a las costumbres locales de 

cada Estado. 

En este contexto han surgido argumentos que sostendrían que el principio del ISN 

podría operar como un punto de encuentro entre derechos del niño y diversidad cultural, 

permitiendo interpretar las reglas relativas a los derechos según los significados que 

adquieren en una cultura particular y resolver los conflictos a partir del reconocimiento que el 

interés superior podría exigir, en ciertas circunstancias, contravenir o prescindir del uso de 

una regla universal para proteger la pertenencia de un niño a su medio cultural. 

El estudio que dirigió Alston (1994), recoge este debate en diversos contextos 

culturales con atención específica a la relación entre diversidad cultural, derechos del niño e 

interés superior. A pesar que los varios estudios analizan casos complejos de conciliación 

entre derechos del niño y valores culturales, se concluye que se debe aceptar que las 

consideraciones culturales tendrán que ceder cada vez que entren en conflicto con los 

derechos humanos. 

En principio se puede establecer, sin lugar a dudas, que los progenitores son los 

principales garantes del interés de sus hijos e hijas, de donde se desprende que estos se 

encuentran bajo la responsabilidad parental de aquellos, en beneficio de los niños y niñas 

con respecto a su integridad física y psicológica y a todo aquello que les beneficie. De la 

misma manera se establece como obligación de los juzgadores y juzgadoras resolver lo que 

más le favorezca al niño o niña, tal y como lo exige el ISN. Con todo lo manifestado, se hace 

necesario observar que el interés superior de los niños y niñas no es simplemente una 

institución benefactora; también es importante añadir que el beneficio de los NNA es 

prioritario, ya que supone un interés supremo a cualquier otro interés en que pudiera 

presentarse.  

Con este principio, se establece que el juzgador o juzgadora debe adoptar cualquier 

medida que considere necesaria para garantizar el bienestar de los NNA, en donde se prevea 

la separación de un riesgo inminente para evitarle un perjuicio en su persona, bienes y 

derechos. En relación con lo dicho, el artículo 3 de la CDN, previene que en toda decisión 

judicial o administrativa se debe adoptar lo que más le convenga al NNA, estableciendo una 

clara limitante de afectación o restricción de derecho alguno. Lo cual implica que a todo NNA 

debe protegerse con preferencia sobre cualquier otro sujeto implicado, como pueden ser su 

propio padre o madre, terceras personas o la administración pública; por ello, se dice que el 

interés del sujeto menor prevalece sobre los intereses de otros sujetos, los cuales pasan a 

segundo plano.  
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Por lo anterior, puedo afirmar que el contenido esencial del interés superior de los 

NNA se refiere a la protección y garantía de sus derechos fundamentales para fomentar el 

libre desarrollo de su personalidad, a través de los valores establecidos en la dignidad que 

posee todo NNA4 (Observación general No. 13, 2011). La CIDH no se ha alejado de la visión 

infantocéntrica, en cuanto ha señalado respecto a la relación con el ISN la entera necesidad 

de adoptar cualquier tipo de medidas para lograr la protección integral de los NNA, que se 

fundamenta en la propia dignidad del ser humano, en las características propias de los niños 

y niñas, y en la necesidad de propiciar su desarrollo para que alcancen de la mejor manera, 

todas sus potencialidades. 

2.1.3 Ampliación de la definición del principio de interés superior del niño 

El ISN es el principio fundamental y de aplicación obligatoria en los procesos de Niñez 

y Adolescencia. Este principio se encuentra establecido de manera fundamental en el artículo 

3 de la CDN. El ISN se puede definir como la potenciación de los derechos a la integridad 

física y síquica de cada uno de los niños y niñas, persiguiendo la evolución y desarrollo de su 

personalidad en un ambiente sano y agradable, que prevalezca como fin primordial el 

bienestar general del niño o niña5 (O ‘Donell, 2009). Dicho de otra manera, se puede indicar 

que hace referencia al bienestar de los niños y niñas, prevaleciendo sobre cualquier otra 

circunstancia paralela por la cual se tenga que decidir. En esta decisión se debe considerar, 

según lo que más le convenga al niño o niña en el caso concreto, a través de determinaciones 

que así lo indiquen, además de considerar los deseos y sentimientos del niño o niña conforme 

a su edad, madurez y de las necesidades físicas, emocionales y educativas de los niños, 

niñas o adolescentes. Para poder decidir lo que más le convenga a los niños y niñas, se hace 

viable tratar de establecer los probables efectos que puedan surgir derivados de la decisión 

a tomar. Estos probables efectos hacen referencia al cambio o mantenimiento en su entorno, 

por lo que se tiene que establecer el conjunto de circunstancias personales, (personales: 

físicas, morales, familiares, de amor, confianza y educativas de las que los NNA se van a 

rodear.  

Estos efectos del entorno son los que el juzgador o entidad administrativa deberá 

contrapesar en el momento justo de tomar la decisión, derivado de lo que más le convenga 

 
4 Observación general No. 13 (2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia. Párrafo 12. 
5 Cfr. Sentencia de la Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia. Cfr. Exp. 01141-
2009-00360, 01015-2011-00023, 01015-2011-00092. En el mismo sentido lo expone O ‘Donell (2009), 
en el cual indica que se debe entender por interés superior del niño o niña todo aquello que favorezca 
su desarrollo físico, psicológico, moral, social, para lograr el pleno y armonioso desenvolvimiento de 
su personalidad. 
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al niño o niña.6 (Sentencia de la Sala Constitucional de Costa Rica, 2011). Esto último se 

relaciona con la doctrina más especializada, en cuanto a la predictibilidad, la cual consiste en 

establecer “la perspectiva de una evaluación previsible de la situación de las partes 

concernidas” (Aguilar, 2008, p.242) para lograr establecer que la decisión debe valorar el 

mejor futuro para el NNA; ello significa poder vivir dignamente en donde se tengan cubiertas 

necesidades básicas tales como las afectivas, las físico biológicas, las cognitivas, las 

emocionales y las sociales. En ese mismo sentido se ha pronunciado la CIDH en cuanto a 

que todo niño o niña tiene el derecho de establecer un proyecto de vida que debe de ser 

cuidado y fomentado por el Estado, para lograr su desarrollo y beneficio social. 

2.2 Fundamentación del principio del interés superior del niño 

Resguardar el interés superior de los NNA es una obligación primordial de la 

administración pública y de todos los Estados, tal cual lo ha establecido la CIDH, por lo que 

se genera una obligación ineludible para proteger, fomentar y desarrollar el interés superior 

de los NNA. La nueva concepción concentrada en el interés superior de los NNA tuvo sus 

orígenes en el sistema anglosajón, misma que tuvo influencia directa en la CDN, en donde 

se destaca la regulación primordial sobre el interés superior de los NNA como prioridad de su 

interés de protección integral en el entorno público y privado 7 (Cfr. The Children Act, 1989). 

Conforme lo manifestado en la CDN de 1989, se establece que el objetivo del mentado 

ordenamiento es el de lograr el desarrollo integral y sostenible de la niñez y de la adolescencia 

con pleno respeto a todos y cada uno de sus Derechos Humanos, estableciendo en el art 3 

la garantía de aplicar en cada caso el interés superior de los NNA, para asegurar el goce y 

disfrute de sus derechos8 . Con este fundamento, se puede instaurar la base fundamental del 

ISN. No interesa si el asunto que se tramita es administrativo o judicial, o es penal, laboral, 

civil, mercantil, administrativo, de niñez o familia; lo importante es que todo operador, 

 
6 La Sentencia de la Sala Constitucional de Costa Rica, indica que la visión infantocéntrica “establece 
que los derechos de las personas menores de edad priman sobre las pretensiones tanto de los 
progenitores respecto de los derechos para con sus hijos, como de consideraciones estatales”. Exp. 
2011-12458 de fecha 13 de septiembre de 2011.  
7 Cfr. The Children Act de 1989, establece que “en los casos de crianza de los niños y niñas, el juez 
tomará en consideración lo siguiente: a) los deseos y sentimientos ciertos del niño o niña respectivo 
(considerando a la luz de su edad y de su entendimiento); b)sus necesidades físicas, emocionales y 
educacionales; c) el efecto probable en él o ella, de cualquier cambio en sus  circunstancias; d) su 
edad, sexo, personalidad y cualquier característica de él o ella que el juez considere relevante; e) 
cualquier daño que el niño o niña haya sufrido o esté en riesgo de sufrir, f) que tan capaces son su 
padre y su madre, y cualquier otra persona en relación a quien el juez considere ser relevante en la 
cuestión, para satisfacer sus necesidades; y g) el rango de facultades disponibles para el juez bajo 
esta ley en el procedimiento en cuestión.” 
8 El artículo 3.1. de la citada Convención indica: “En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 
interés superior del niño”. 
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funcionario o funcionaria de la justicia debe primar el ISN; siempre se debe resolver en 

beneficio a la situación más favorable para el NNA. 

En la esfera internacional, es indispensable poner énfasis en lo establecido en 

Declaraciones y Tratados Internacionales que han motivado el ISN, como principio rector a 

todos los niños, niñas y adolescentes, como lo estipula el artículo 25.2 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos de 1948, en donde se indica que la maternidad y la infancia 

tienen derecho a cuidados y asistencia especiales; señalando también que todos los niños y 

niñas nacidos en matrimonio o fuera del mismo, tienen los mismos derechos y protección.  

Por otra parte, el artículo 24.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

de 1966, dispone que todo niño o niña tiene derecho a las medidas de protección que su 

condición de menor requiera, por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. De la misma 

manera, y con mayor profundidad, lo ha tratado la CDN en sus artículos 4 y 5, y 

particularmente en el art. 3 ya mencionado. En lo que tiene que ver con el continente 

americano, se puede determinar que la DADH establece en su artículo VII que todo niño o 

niña tiene derecho a protección, cuidados y ayudas especiales. En tal virtud se contemplan 

en el artículo 19 de la CADH, los derechos de la niñez, recalcando que todo niño o niña tiene 

derecho a las medidas de protección que en su condición de menor requieran.  

2.3 Elementos fundamentales para alcanzar el contenido del interés superior del niño 

Conforme lo expresado, el ISN tiene como propósito primordial, garantizar el bienestar 

de todo NNA, enfocándose principalmente en su interés. Sin embargo, el ISN cuenta con 

poco sustento doctrinario y jurisprudencial, es por ello que resuelta fundamental tratar este 

tema, con un enfoque en el menor de manera individualizada. Resulta indispensable tener en 

consideración que para lograr que el ISN sea efectivo, será necesario estudiar cada caso 

concreto, analizar cada uno de los factores que estarían influyendo en una situación 

específica, para así posteriormente determinar qué es lo que más le conviene al menor, y en 

base a ello garantizar el pleno goce de sus derechos físicos y psíquicos, así como también el 

derecho fundamental del cual gozan todos los menores de desarrollarse en un ambiente sano. 

Existen tres puntos concretos que debemos tomar en cuenta al momento de 

determinar los fundamentos del principio del ISN, los cuales son: la capacidad de los niños y 

niñas, su entorno familiar y social, y la predictibilidad. Estos elementos nos permiten 

establecer el contenido del ISN, es por ello que los juzgadores al momento de emitir una 

resolución respecto de estos asuntos, además de estudiar a detalle cada caso, deberá 
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distinguir cada uno de estos elementos, esto con el fin de garantizar la protección y el cuidado 

que les corresponde a todos los niños y niñas, por el simple hecho de ser menores9. 

I. Capacidad de los NNA. Se puede determinar a través de su grado de desarrollo 

intelectual y emocional, que les permite decidir libremente lo que desean hacer, 

tomando en cuenta que la madurez no está necesariamente relacionada con la edad 

biológica. El o la menor que tenga la suficiente madurez, podrá fácilmente ejercer sus 

derechos, así como también manifestar su voluntad respecto de diversas situaciones 

cotidianas. Varios autores coinciden en la idea de que se debería contar con una 

determinada edad orientativa en relación con la existencia o no de la suficiente 

madurez de los NNA, sin que esta se trate de un parámetro inflexible, por lo que valdría 

la pena tomarla como una relación de edad (Lama, 2006, p.104).  

II. La ciencia de la sicología ha determinado que a partir de los seis años se puede medir 

el desarrollo sicológico de los niños y niñas para establecer el logro cognitivo y evaluar 

cómo se perciben a sí mismos de manera real y consciente. Resulta sumamente 

necesario contar con sicólogos, sicoterapeutas y otros profesionales de la misma rama 

que puedan determinar y apreciar la madurez de los niños y niñas para poder conocer 

y evaluar su opinión sin revictimizarlos. Sin embargo, hoy en día, los jueces tienden a 

subestimar la labor de estos profesionales, y pocas veces sus versiones que nacen a 

partir de la experiencia adquirida, son utilizadas al momento de emitir una resolución 

judicial.  

III. En igual sentido, la CIDH ha indicado que, con el objeto de lograr determinar cuáles 

son los verdaderos deseos y voluntades del menor se debe partir de un análisis 

exhaustivo, lo cual implica que las necesidades e intereses actuales de la niña deben 

ser determinados mediante el análisis de personas con la debida experticia que 

consideren diversos factores, como su madurez o las experiencias vividas hasta el 

presente. Para alcanzar dicho objetivo es importante considerar si existe alguno de 

los siguientes síndromes, que de una u otra manera podrían impedir que el menor se 

manifieste con total libertad10 (Comité de los Derechos del Niño, 2009). 

 

 
9 En este sentido, según la jurisprudencia y la doctrina científica podrán ser referencia de experiencia 
o criterios para la determinación en concreto del interés superior del niño las siguientes: a) Proveer, 
por el medio más idóneo, a las necesidades materiales básicas o vitales del menor de edad 
(alojamiento, salud, alimentación…), b) Se deberá atender a los deseos, sentimientos y opiniones del 
niño o niña, siempre que sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su personal 
madurez o discernimiento; c) Mantener, si es posible, el statu quo material y espiritual del niño o niña 
y vigilar la incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su personalidad; d) Considerar 
particularmente la edad, salud, sexo, personalidad, afectividad, creencias religiosas y formación 
espiritual y cultural del niño o niña. 
10 El Comité de los Derechos del Niño, ha establecido que: “… el niño tiene el derecho a expresar sus 
propias opiniones y no las opiniones de los demás”. Observación General No. 12 (2009). 
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a. Síndrome de Alienación Parental 

Se trata de un método a través del cual uno de los dos ascendientes directos ataca y 

manipula al otro a través de métodos que tienden a dañar psicológicamente a los niños y 

niñas; esta situación se da normalmente después de que ha ocurrido una separación o un 

divorcio. En otras palabras, podemos mencionar que el síndrome de alienación parental se 

verifica una vez que el progenitor alienante realiza conductas tendientes a conseguir que el 

menor destruya su relación con el otro progenitor. Este síndrome puede también definirse 

como una relación emocional de dependencia que se genera entre el menor y el progenitor 

alienante, a través de la cual el alienador lo que busca es crear en el hijo la convicción de que 

él es completamente dependiente y por lo tanto no podrá progresar en ningún aspecto sin la 

ayuda del mencionado alienante.  

De tal manera que, en esta relación paterno-filial que se ha generado, el hijo queda 

cegado ante las agresiones y el maltrato que recibe de su progenitor, por lo que 

consecuentemente manifiesta su voluntad respecto de permanecer bajo su cuidado. 

b. Fenómeno del pensador independiente 

Este se verifica una vez que los niños y niñas afirman que la decisión de rechazo a 

uno de sus progenitores es netamente suya y niegan la influencia de una tercera persona. 

Esta situación se puede verificar mediante la realización de ciertas conductas, como, por 

ejemplo:  Apoyo al progenitor alienante, mediante la aceptación de la validez de las 

alegaciones que uno de los progenitores realiza en contra del otro.  

En segundo lugar, podemos destacar, la indiferencia que los hijos demuestran 

respecto de la crueldad o maltrato que sufre el progenitor alienado por parte del alienante, lo 

cual contribuye a que esta conducta sea reiterada. Como tercer punto, cabe mencionar que 

muchas veces, los menores como resultado de la manipulación e influencia que el progenitor 

alienante ejerce sobre, relata hechos que no han sido presenciados personalmente, sino que, 

por el contrario, solo han llegado a su conocimiento a través de lo que una tercera persona le 

cuenta. 

Es necesario mencionar que la manifestación del deseo del menor no siempre refleja 

su propio interés, dichas manifestaciones pueden provenir incluso del inconsciente del menor, 

o incluso de la alienación parental que se ha tratado con anterioridad. Se trata de una 

situación compleja, ya que pueden incluso existir casos en los cuales dichas manifestaciones 

que realizan los descendientes pueden atentar contra sus derechos fundamentales.  
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IV. Entorno familiar y social de los niños y niñas 

Se refiere al conjunto de circunstancias personales, familiares, sociales, educativas, 

morales, culturales, etc., de las que se rodea el niño, niña o adolescente. Es necesario advertir 

cada una de estas circunstancias antes de tomar cualquier decisión, puesto que el niño o niña 

tiene pleno derecho de gozar y disfrutar su vida dentro de un adecuado entorno familiar, 

social, educativo y cultural. En cualquier caso, particular, se debe hacer una ponderación de 

cada uno de los derechos con que cuenta el niño o niña, para así tomar una decisión y 

agenciarle todos y cada uno de sus derechos, tomando en cuenta su entorno y el ambiente 

que más le favorezca para el desarrollo de su personalidad. En este campo se hace referencia 

al proceso de formación, aprendizaje y afianzamiento de la propia personalidad de los niños, 

niñas y adolescentes. Todo niño o niña tiene el pleno derecho de que el desarrollo de su 

personalidad venga marcado por un conjunto de valores sociales jurídicamente relevantes, 

por lo que todos los padres, madres, tutores o encargados deben inculcarles los valores 

innatos sobre la dignidad, la libertad, la seguridad, el respeto y la cordura11 (Comité de los 

Derechos del Niño, 2003). Se trata de establecer que al niño, niña o adolescente se le 

infundan los derechos de las demás personas, de tal forma que aprenda que en el ejercicio 

de sus propios derechos debe respetar el derecho de los demás12 (Lama, 2006). Con todo 

ello, se tiene que proveer de educación formativa e integral al niño o niña. En este campo del 

entorno, se hace viable el planteamiento de la ponderación de bienes y derechos de los niños 

y niñas, tomando en consideración lo que más les favorezca en cada caso concreto, toda vez 

que se tendrá que sopesar los derechos que tenga de un lado con los derechos que tenga de 

otro lado, para advertir y resolver la colisión por el derecho que tenga mayor peso (v. gr. en 

un hogar se le ofrece cariño y educación y en el otro hogar se le ofrece amor, cariño, 

comprensión, confianza, educación y respeto)13. El objeto es proporcionarle al niño o niña un 

 
11 El Comité de los Derechos del Niño, ha expuesto que: “La salud y el desarrollo de los adolescentes 
están fuertemente condicionados por el entorno en que viven. La creación de un entorno seguro y 
propicio supone abordar las actitudes y actividades tanto del entorno inmediato de los adolescentes, 
la familia, los otros adolescentes, las escuelas y los servicios, como el entorno más amplio formado 
por, entre otros elementos, la comunidad, dirigentes religiosos, los medios de comunicación, las 
políticas y leyes nacionales y locales”. También indica que, “El Comité subraya la importancia del 
entorno familiar, que incluye a los miembros de la familia ampliada y de la comunidad, así como a otras 
personas legalmente responsables de los niños o adolescentes”. Observación General No. 4 (2003). 
12 “El ejercicio de los derechos individuales debe estar siempre en equilibrio con el respeto por los 
derechos de los demás. En otras palabras, la libertad de un individuo termina donde comienza la 
libertad de otro. Este es un principio fundamental en el derecho, conocido como el principio de legalidad 
o el principio de no perjudicar a los demás ("neminem laedere" en latín)” De Lama, 2006, p. 100. 
13 En cuanto a la ponderación de derechos o principios, se ha estipulado que cuanto mayor es el grado 
de la no satisfacción de uno de los derechos o principio, mayor deberá ser la importancia de la 
satisfacción del otro. En igual forma se ha determinado que la ponderación de derechos es la fórmula 
para determinar, en un caso concreto, cuál de los derechos en colisión tiene mayor peso. La estructura 
de la ponderación se determina a través de la ley de ponderación, la fórmula del peso y las cargas de 
argumentación. 
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entorno familiar y social más acorde y de conveniencia al niño, niña o adolescente, por lo que 

el juzgador o juzgadora deberá advertir, sopesar y determinar el ambiente que más le 

convenga al sujeto menor de edad para el desarrollo pleno de su personalidad. Para el 

establecimiento del desarrollo de su personalidad se hace indispensable valorar cada una de 

las circunstancias actuales que posee el niño o niña, y las circunstancias futuras que se 

prevea que va a poseer. El objetivo último es observar a un sujeto menor sano, educado, 

alimentado, respetado, alegre y con una dirección de vida acorde con lo que se espera de 

cualquier niño o niña. Lo que se persigue es lograr que todo niño, niña o adolescente alcance 

el pleno desarrollo de la personalidad sin más limitaciones que las que le imponen los 

derechos de los demás y el orden jurídico, dentro de un proceso de formación integral, física, 

psíquica, intelectual, moral, espiritual, social, afectiva, ética, cívica, y demás valores 

humanos. Dicho desarrollo integral lleva inmerso el acrecentamiento y el aprovechamiento 

inteligente y ético de las capacidades de los niños y niñas, para darles acceso a la libertad, a 

la seguridad, a la integridad, a la igualdad, a la educación, a la salud, al disfrute, al amor, a la 

comprensión, como también al disfrute de un medio ambiente sano, a bienes de orden 

inmaterial como el saber, al derecho a participar plenamente en la vida de la comunidad y en 

los procesos de toma de decisiones, y a gozar, al mismo tiempo, de las libertades humanas, 

económicas y políticas. Por lo tanto, para determinar el mejor entorno familiar y social para el 

niño, niña o adolescente, se hacen indispensables tres elementos: a) velar por una vida larga, 

saludable y afectiva; b) velar por adquirir conocimientos y, c) tener acceso a los recursos 

necesarios para disfrutar de un nivel de vida decoroso. Por lo que, si no se dispone de esas 

opciones esenciales, muchas otras oportunidades permanecerán quebrantadas. 

V. Predictibilidad 

Consiste en tratar de predecir la situación o condición futura de NNA, en cada caso 

concreto, por lo que en toda decisión judicial o administrativa se deberá valorar las 

condiciones futuras que sopesarán sobre ellos y ellas. El principio del interés de los niños y 

niñas prevé una actuación en el presente para establecer los resultados futuros a su favor, 

en donde se tiene que vaticinar, con visión expectante, su futuro, destacándose la 

predictibilidad para alcanzar el mejor desarrollo integral. La doctrina anglosajona se desarrolla 

a través de la predictibilidad, la cual ha obtenido frutos importantes, ya que estima la idea de 

que los padres, madres, responsables, tutoras o tutores, deben actuar conforme a lo que el 

niño o niña, cuando llegue a ser adulto, considerará que hubiese sido lo mejor14 (Diez Picazo, 

1984). Es importante colocarse mentalmente en la posición de los niños y niñas con visión al 

futuro y establecer objetivamente lo que más les convenga para el desarrollo de su 

 
14 Diez Picazo, 1984, p. 173, De Lama, 2006, p. 98, Zermatten, 2003, p.14.  
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personalidad. Por tal razón, se hace inexcusable determinar con base en estudios serios, el 

mejor futuro de los niños y niñas, garantizándole, cuando crezca, su satisfacción de conocer 

que fue la mejor decisión que se haya tomado en su beneficio. Se hace importante considerar, 

que cuando se es niño o niña, muchas personas mayores son las que toman las decisiones 

por los menores de edad, por lo que, están completamente obligadas a no equivocarse. La 

equivocación o no de la decisión, es la gran repercusión del hombre del mañana, por lo que, 

se debe de tener consciencia de la mejor decisión, para el mejor futuro de los niños y niñas15 

(Hodgkin y Newell, 1998). Por tal razón, se considera indispensable la utilización del equipo 

multidisciplinario -psicólogos y psicólogas, trabajadores y trabajadoras sociales, pedagogos 

y pedagogas, y médicas y médicos-, para proveerse de una mejor resolución, en beneficio 

ineludible de NNA. Con los tres elementos sustanciales anteriormente definidos, se 

garantizará el desarrollo integral de la niñez y la adolescencia (Arango, 2009). Lo que 

persigue el desarrollo integral es hacer valer el desarrollo de la persona humana, con énfasis 

en lograr su mejor desenvolvimiento social, humano, intelectual, religioso y demás valores de 

la propia dignidad humana. Al establecer la voluntad de los niños y niñas sin restricción o 

coacción alguna, la determinación del mejor entorno familiar, social y educativo posible y la 

previsión de su mejor futuro, hacen posible garantizar el desarrollo integral de su 

personalidad. 

Sin duda, para lograr el desarrollo integral de la niñez y la adolescencia con base y 

fundamento en las decisiones judiciales, se hace necesario establecer la opinión y voluntad 

de los niños y niñas (libre de presiones o manipulaciones), la determinación del mejor entorno 

familiar, social y educativo para el niño o niña, y el establecimiento de un superior futuro, a 

partir de la predictibilidad. Inevitablemente el juzgador o juzgadora en caso de conflicto de 

intereses y derechos, deberá poner en primer orden los elementos y derechos más 

sustanciales para lograr el desarrollo integral de los niños y niñas. Mencionada priorización 

se tendrá que llevar a cabo a través de un análisis sustancioso por parte del juzgador o 

juzgadora, donde deberá determinar los elementos cualitativos y cuantitativos de todos y cada 

uno de los derechos que el niño o niña debe gozar. Es decir, en un caso concreto deberá de 

establecer cuántos derechos y qué calidad de derechos puede disfrutar el niño, de un lado, y 

determinar la calidad y cualidad de derechos que se le ofrece al niño o niña, del otro lado.  

Con el balance o ponderación de estos derechos, deberá exponer la cantidad y la 

calidad de derechos que se le garantizarán al niño o niña por el lado que se decidió el juzgador 

o juzgadora. A veces puede surgir el conflicto entre la voluntad de los niños y niñas con su 

 
15 En la obra citada, los autores manifiestan que: “todo plan de acción a favor de los niños debe integrar 
el principio “interés superior 2. Para ello, se establecerán mecanismos que permitan evaluar las 
repercusiones sobre los niños de las medidas adoptadas…” (Hodgkin y Newell, 1998, p. 41). 
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entorno familiar y la predictibilidad; es allí donde quien juzgue deberá también hacer valer lo 

anteriormente indicado. Todo lo anterior, con el objeto de lograr el desarrollo integral de los 

niños y niñas, destacando la vida, la salud, la seguridad, el amor, la armonía, la convivencia, 

el disfrute, la educación, los conocimientos, y un nivel de vida adecuado. 
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CAPÍTULO III.  PROBLEMÁTICA EN LA RESOLUCIÓN DE SENTENCIAS 

3.1 Principio jurídico interpretativo fundamental 

El Comité de los Derechos del Niño establece que las autoridades administrativas y 

judiciales, así como las instituciones públicas o privadas, deben tener en cuenta el ISN al 

tomar decisiones que afecten a la niñez y adolescencia. Este principio debe ser interpretado 

de manera favorable al ejercicio de los derechos de los niños, de acuerdo con lo establecido 

en la Observancia General 14, párrafo 6.b16. De esta manera, en situaciones en las que exista 

un conflicto entre dos o más derechos de un mismo niño, entre diferentes niños o entre los 

derechos de niños y otros grupos etarios, el principio del ISN debe ser considerado para 

resolver la situación. Esto implica tomar en cuenta las características, los derechos y la 

situación particular de cada niño y de cada caso en particular. 

Se considera indispensable exponer que, de acuerdo con Paulette-Murillo et al. 17 el 

principio jurídico interpretativo fundamental en Ecuador tiene en cuenta que, al tener una 

amplia discrecionalidad en la interpretación de la ley, los jueces pueden aplicar criterios 

personales o subjetivos en la resolución de casos, lo que podría llevar a interpretaciones 

contradictorias o divergentes. A su vez, se produce cierto grado de incertidumbre jurídica y 

falta de predictibilidad en las decisiones judiciales, afectando la coherencia y consistencia del 

sistema jurídico en casos considerados relativamente como representativos en materia de 

sentencia.  

En respuesta a esta situación, autores como Oña et al. 201918 y Alarcón-Cedeño y 

Suárez-Montes 202019 exponen que la interpretación de la ley debe ser realizada de manera 

 
16 La Observación General 14, párrafo 6.b señala que “[…] si una disposición jurídica admite más de 
una interpretación, se elegirá la interpretación que satisfaga de manera más efectiva el interés superior 
del niño. Los derechos consagrados en la Convención y sus Protocolos facultativos establecen el 
marco interpretativo.” 
17 Paulette-Murillo et al.  (2020) dicen que esta directriz resalta la importancia de la interpretación 
judicial en la protección de los derechos individuales y la búsqueda de la justicia en el sistema legal 
ecuatoriano. Al permitir una interpretación flexible y favorable, se busca garantizar la equidad y la 
protección de los derechos fundamentales de las personas involucradas en un caso. Esto implica que 
los jueces deben tomar en cuenta el contexto, los principios constitucionales y los valores 
fundamentales en su labor interpretativa. De esta manera, se fomenta la adaptación de la ley a las 
realidades cambiantes y se busca asegurar que las decisiones judiciales promuevan la justicia y la 
igualdad en la sociedad ecuatoriana. 
18 Oña et al.  (2019): Al incluir los principios y normas internacionales de derechos humanos en el 
proceso interpretativo, se busca garantizar que las decisiones judiciales estén en consonancia con los 
estándares internacionales de derechos humanos. Esto implica que los jueces deben considerar no 
solo la ley nacional, sino también las obligaciones y compromisos internacionales del Estado en materia 
de derechos humanos. 
19 Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes (2020): Al fundamentar la interpretación en principios jurídicos y 
derechos humanos, se promueve la coherencia, la equidad y la justicia en la aplicación de la ley. 
Asimismo, se fortalece la protección de los derechos fundamentales de las personas, evitando 
interpretaciones sesgadas o restrictivas que puedan afectar su ejercicio y disfrute. 
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objetiva, fundamentada en principios jurídicos y en el respeto a los derechos humanos. Los 

jueces deben tener en cuenta los principios y normas internacionales de derechos humanos 

en sus decisiones, buscando siempre proteger los derechos y garantizar la justicia. 

Respecto a la sustracción internacional de menores:  

“El Ecuador, al ser suscriptor de estos convenios; en referencia al Convenio sobre los 

Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, se comprometió a 

respetar los derechos fundamentales reconocidos y a garantizar su pleno ejercicio a 

toda persona, sin discriminación alguna. Además, señaló, en la CRE y en su 

ordenamiento jurídico, se establece el principio de “Interés Superior de Niños, Niñas y 

Adolescentes” (Consejo de la Judicatura, 2019, p.1). 

El convenio busca abordar situaciones en las cuales un menor es llevado o retenido 

en otro país de manera ilícita, sin el consentimiento de los padres o de las personas 

encargadas de su cuidado20. Tal y como se expuso en el capítulo anterior, el principio del ISN 

es reconocido a nivel internacional como un principio fundamental en la protección y 

promoción de los derechos de los niños. Se encuentra consagrado en diversos instrumentos 

internacionales, como la CDN, de la cual Ecuador es signatario. Este principio establece que, 

en todas las medidas que afecten a los niños, ya sea adoptadas por instituciones públicas o 

privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 

legislativos, se debe considerar siempre el ISN como una consideración primordial. 

En la práctica, la aplicación de este Convenio en Ecuador implica que los tribunales 

ecuatorianos, al tomar decisiones sobre casos de sustracción internacional de menores, 

deben considerar principalmente el ISN. Esto puede incluir consideraciones sobre su 

seguridad, bienestar emocional, vínculos familiares y sociales, y continuidad en su entorno 

de vida. 

En el contexto de los casos de sustracción internacional de menores, el principio del 

ISN adquiere una importancia especial, debido a que estos casos involucran situaciones en 

las que un niño es llevado o retenido ilícitamente por uno de sus progenitores o por terceros, 

específicamente a los casos en los que un niño ha sido trasladado o retenido en violación de 

“los derechos de custodia” atribuidos a una persona, institución u otro organismo, ya sea 

conjunta o individualmente, en virtud de la ley del Estado en el que el niño tenía su residencia 

habitual inmediatamente antes de la sustracción o retención. 

 
20 Ecuador firmó el Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores el 
25 de octubre de 1980 y lo ratificó el 1 de abril de 1992. Este convenio tiene como objetivo principal 
asegurar la pronta restitución de los menores de edad que hayan sido trasladados o retenidos en 
cualquier Estado parte, así como garantizar el respeto de sus derechos. 
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Chamba-Parra et al. 202221 mencionan que los "derechos de custodia" incluyen 

derechos relacionados con el cuidado de la persona del niño y, en particular, el derecho a 

decidir sobre su lugar de residencia, mientras que el término "sustracción o retención" se 

refiere a casos en los que un niño es llevado a otro país sin el consentimiento de todos los 

individuos o entidades que tienen derechos de custodia, o se mantiene en otro país más allá 

del período de tiempo acordado o permitido. 

En Ecuador, los derechos de custodia están regidos por el CNA. Este código establece 

que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a conocer a su padre y madre, a ser 

cuidados por ellos y a mantener relaciones afectivas permanentes, personales y regulares 

con ambos progenitores y demás parientes, especialmente cuando se encuentran separados 

por cualquier circunstancia, salvo que la convivencia o relación afecten sus derechos y 

garantías22. 

Además, el código establece que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 

vivir y desarrollarse en su familia biológica. El Estado, la sociedad y la familia deben adoptar 

prioritariamente medidas apropiadas que permitan su permanencia en dicha familia. 

Excepcionalmente, cuando aquello sea imposible o contrario a su interés superior, los niños, 

niñas y adolescentes tienen derecho a otra familia, de conformidad con la ley23. En cuanto a 

la patria potestad, el código establece que puede ser limitada o suspendida por resolución 

judicial en ciertos casos, como ausencia injustificada del progenitor por más de seis meses, 

maltrato al hijo o hija, dependencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, entre 

 
21 Chamba-Parra et al (2022): Los "derechos de custodia" son un término legal que se refiere a los 
derechos y responsabilidades que un padre, una madre o un tutor tiene sobre un niño. Estos derechos 
y responsabilidades pueden ser otorgados por la ley, un acuerdo entre los padres o una orden judicial.  
Incluyen derechos relacionados con el cuidado de la persona del niño y, en particular, el derecho a 
decidir sobre su lugar de residencia, mientras que el término "sustracción o retención" se refiere a 
casos en los que un niño es llevado a otro país sin el consentimiento de todos los individuos o entidades 
que tienen derechos de custodia, o se mantiene en otro país más allá del período de tiempo acordado 
o permitido. 
22 Art 21, CNA: “Derecho a conocer a los progenitores y mantener relaciones con ellos. - Los niños, 
niñas y adolescentes tienen derecho a conocer a su padre y madre, a ser cuidados por ellos y a 
mantener relaciones afectivas permanentes, personales y regulares con ambos progenitores y demás 
parientes, especialmente cuando se encuentran separados por cualquier circunstancia, salvo que la 
convivencia o relación afecten sus derechos y garantías.” (p.5) 
23 Art 22, CNA: “Derecho a tener una familia y a la convivencia familiar. - Los niños, niñas y 
adolescentes tienen derecho a vivir y desarrollarse en su familia biológica. El Estado, la sociedad y la 
familia deben adoptar prioritariamente medidas apropiadas que permitan su permanencia en dicha 
familia. Excepcionalmente, cuando aquello sea imposible o contrario a su interés superior, los niños, 
niñas y adolescentes tienen derecho a otra familia, de conformidad con la ley. En todos los casos, la 
familia debe proporcionarles un clima de afecto y comprensión que permita el respeto de sus derechos 
y su desarrollo integral. El acogimiento institucional, el internamiento preventivo, la privación de libertad 
o cualquier otra solución que los distraiga del medio familiar, debe aplicarse como última y excepcional 
medida.” (p.5). 
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otros24. La patria potestad puede ser privada o perdida por resolución judicial en casos de 

maltrato físico o psicológico grave o reiterado, abuso sexual, explotación sexual, laboral o 

económica, entre otros. 

Por lo que se puede decir que la protección de los derechos e intereses de los niños 

es el objetivo principal del CNA, el Convenio sobre los Derechos del Niño y el Convenio de 

La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. El hilo 

conductor de estos dos instrumentos es el principio del ISN, que establece que todas las 

decisiones y acciones que afecten a los niños deben tener en cuenta su bienestar y desarrollo 

óptimo. 

El CNA garantiza los derechos de los niños a conocer y ser cuidados por sus padres, 

a mantener relaciones afectivas con ellos y a vivir y desarrollarse en su familia biológica. 

Estos derechos están en armonía con los principios del Convenio sobre los Derechos del 

Niño, que enfatiza el derecho de los niños a recibir atención y atención de sus padres. El 

Convenio de La Haya, por otro lado, se enfoca en proteger a los niños contra los efectos 

perjudiciales de la sustracción y retención de padres transfronterizos. El derecho de acceso 

de los padres está protegido por este Convenio, que Ecuador ha ratificado, que establece un 

mecanismo para garantizar el retorno inmediato de los niños a su país de residencia habitual. 

Por lo que la interpretación judicial del ISN en los fallos sobre sustracción internacional 

de menores debería tener en cuenta los instrumentos internacionales ratificados por Ecuador, 

como el Convenio de los Derechos del Niño y el Convenio de La Haya. Es relevante para los 

jueces el asegurarse de que sus decisiones sean conformes con los principios y normas 

establecidos en estos instrumentos internacionales, lo que incluye dar prioridad al retorno del 

niño a su lugar de residencia habitual, siempre que sea en su interés superior. 

En este contexto, Atencio-González 202125, resaltan que el principio jurídico 

interpretativo tiene una estrecha relación con la problemática en la resolución de sentencias 

y el ISN. De manera específica, los autores concuerdan que la forma en que se interpreta y 

aplica la ley tiene un impacto significativo en la protección y promoción del ISN en el sistema 

judicial. Este accionar se vuelve una problemática, cuando los jueces no aplican 

adecuadamente este principio, debido a diversas razones, como la falta de comprensión o 

 
24 Art 111-112, CNA: “Limitación de la patria potestad. - Cuando lo aconseje el interés superior del hijo 
o hija, el Juez podrá decretar la limitación de la patria potestad, respecto de quien o quienes la ejerzan, 
restringiendo una o más funciones, mientras persistan las circunstancias que motivaron la medida, o 
por el tiempo que se señale en la misma resolución.” (p.29). 
25 Atencio-González (2021): destaca la importancia del principio jurídico interpretativo en la resolución 
de sentencias y su relación con el ISN. Este principio es fundamental tanto en el CDN como en el 
Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, y también 
está presente en el CNA de Ecuador. 
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conocimiento de los jueces sobre el concepto y los estándares del ISN, la influencia de 

prejuicios personales o culturales, o la falta de claridad en las leyes y normas relacionadas 

con los derechos de los niños. Por lo que se puede decir que, esto llevaría a decisiones que 

no promueven su bienestar y desarrollo integral, y que no garantizan una protección 

adecuada de sus derechos, con sentencias deficientes o desfavorables para los niños 

involucrados.  

De igual manera, Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes 202026 resaltan que es importante 

que los jueces estén capacitados en materia de derechos de los niños y el ISN, para que 

puedan aplicar adecuadamente el principio jurídico interpretativo fundamental en la resolución 

de sentencias. Además, es necesario que existan leyes y normas claras que guíen la 

interpretación y aplicación de estos principios en el contexto específico de los casos 

relacionados con los niños. 

Se considera necesario comentar que son evidentes los conflictos de leyes entre la 

CDN y el Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 

Menores pueden dificultar la interpretación y aplicación del ISN en los tribunales. Este 

conflicto puede surgir en varios aspectos, como la definición de quién es considerado un niño, 

cómo se interpreta y aplica el ISN y qué leyes o normas deben prevalecer en caso de conflicto. 

Por ejemplo, la definición de quién es considerado un niño es uno de los principales puntos 

de conflicto. El Convenio de La Haya limita su aplicación a los menores de dieciséis años, 

pero la CDN define a un niño como cualquier persona menor de dieciocho años27 (Álvarez y 

Sánchez, 2022; Paulette-Murillo et al., 2020 y Rizik-Mulet, 2016). Esta discrepancia podría 

resultar en situaciones en las que un niño de dieciséis o diecisiete años no esté protegido por 

el Convenio de La Haya a pesar de que la CDN lo considera aún un niño. 

La interpretación y aplicación del ISN es otro punto de conflicto. Mientras que el 

Convenio de La Haya no aborda directamente este principio, excepto en su preámbulo, la 

CDN establece que el ISN debe ser una consideración fundamental en todas las acciones 

que afecten a los niños. Esto podría provocar discusiones sobre si el Convenio de La Haya 

 
26 Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes (2020): destacan la necesidad de leyes y normas claras que guíen 
la interpretación y aplicación del ISN. Las leyes y normas claras pueden proporcionar una guía valiosa 
para los jueces, ayudándoles a entender cómo se debe aplicar el ISN en diferentes contextos y 
situaciones. También pueden ayudar a garantizar la coherencia y la previsibilidad en la interpretación 
y aplicación del ISN, lo que puede aumentar la confianza en el sistema judicial y garantizar la protección 
efectiva de los derechos de los niños. 
27 Álvarez y Sánchez (2022), Paulette-Murillo et al. (2020) y Rizik-Mulet (2016): La discrepancia entre 
la CDN y el Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores puede dificultar la interpretación y aplicación del ISN en los tribunales ecuatorianos, 
especialmente en lo que respecta a la definición de quién es considerado un niño. La solución de estos 
conflictos dependerá de la jurisprudencia y la legislación ecuatoriana, así como de la búsqueda de un 
equilibrio entre los principios y objetivos de ambas normas internacionales y la protección de los 
derechos del niño. 
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cumple con los requisitos del ISN según la CDN y cómo se debe interpretar y aplicar el ISN 

en casos de sustracción internacional de menores. En general, los tribunales deben aplicar 

las leyes que protegen y promuevan mejor el ISN. Sin embargo, la falta de una definición 

clara del ISN y la existencia de normas controvertidas pueden dificultar esta tarea. 

En el contexto específico de Ecuador, la interpretación y aplicación del principio del 

ISN se rige tanto por las leyes nacionales como por los tratados internacionales que el país 

ha ratificado, incluyendo la CDN y el Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores. El CNA, que es la principal ley que regula los derechos 

de los niños en el país, establece que el ISN debe ser una consideración primordial en todas 

las acciones y decisiones que afecten a los niños. Esto se alinea con lo estipulado en la CDN. 

Sin embargo, al igual que en otros países, puede haber conflictos en la interpretación y 

aplicación de este principio debido a las diferencias entre las leyes nacionales y los tratados 

internacionales. 

Por ejemplo, al igual que la CDN28, el CNA de Ecuador define a un niño como cualquier 

persona menor de dieciocho años29. Sin embargo, el Convenio de La Haya limita su aplicación 

a los menores de dieciséis años30. Esto puede dar lugar a situaciones en las que un niño de 

dieciséis o diecisiete años no esté protegido por el Convenio de La Haya, a pesar de que 

todavía es considerado un niño según las leyes ecuatorianas y la CDN. Además, aunque el 

CNA de Ecuador y la CDN establecen que el ISN debe ser una consideración primordial en 

todas las acciones que afecten a los niños, el Convenio de La Haya no aborda directamente 

este principio, excepto en su preámbulo. Esto puede dar lugar a debates sobre cómo se debe 

interpretar y aplicar el ISN en casos de sustracción internacional de menores en Ecuador, y 

si el Convenio de La Haya cumple con el requisito del ISN según las leyes ecuatorianas y la 

CDN. 

Para resolver estos conflictos, es esencial que los jueces ecuatorianos estén bien 

formados en los derechos de los niños y en la interpretación y aplicación de las leyes y normas 

relevantes. Además, puede ser necesario revisar y armonizar las leyes y normas ecuatorianas 

 
28 Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), Artículo 1: "Para los efectos de la presente 
Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en 
virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad." (p.1). 
29 Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, artículo 
4: "El presente Convenio se aplicará a todo menor que tuviera su residencia habitual en un Estado 
contratante inmediatamente antes de la violación de los derechos de custodia o de visita. El Convenio 
cesará de aplicarse cuando el menor alcance la edad de 16 años." (p.2). 
30 Código de la Niñez y Adolescencia de Ecuador (CNA), artículo. 4: “Definición de niño, niña y 
adolescente. - Niño o niña es la persona que no ha cumplido doce años de edad. Adolescente es la 
persona de ambos sexos entre doce y dieciocho años de edad.” (p.1). 



31 

con los tratados internacionales para garantizar que todas las decisiones judiciales en 

Ecuador protejan y promuevan efectivamente el ISN. 

3.2 Norma de procedimiento 

La forma en que se establecen los procedimientos y las reglas para la resolución de 

casos judiciales puede influir en la protección y promoción efectiva del ISN. En la práctica, al 

interpretar una norma, se deben abordar dos preguntas fundamentales: ¿cuál es la esencia 

del sentido de la norma? y ¿cómo se puede conocer esa esencia?31( Paulette-Murillo et al., 

2020). Estas preguntas se relacionan con el enfoque de la interpretación, es decir, hacia 

dónde se dirige la interpretación en un caso concreto, y las técnicas que se utilizan para 

interpretar la norma. Sin embargo, Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes manifiestan que 

responder a estas preguntas en el contexto del ISN no es tan sencillo, ya que la naturaleza 

misma de este principio hace que la respuesta sea más ambigua en comparación con otros 

principios de los Derechos Humanos.  

La Guía para la Evaluación y Determinación del ISN en los Procesos Judiciales de la 

Función Judicial del Ecuador establece que la norma de procedimiento empleada en este 

ámbito tiene dos momentos: 

“[…] El primero es durante el procedimiento, siempre que se tenga que tomar una 

decisión que afecte a un niño en concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños en 

general, el proceso de adopción de decisiones deberá incluir una estimación de las posibles 

repercusiones (positivas o negativas) de la decisión en el niño o los niños interesados. La 

evaluación y determinación del interés superior del niño requieren garantías procesales.” 

(Observación General N°14 del Comité de los Derechos del Niño, p.6) 

En el contexto de lo mencionado, en relación al ejercicio de las funciones judiciales 

de los jueces y juezas, es fundamental que tomen decisiones considerando el impacto que 

estas tendrán en los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Además, deben respetar 

el derecho a la protección judicial efectiva y a las garantías del debido proceso. 

Por ejemplo, el CNA establece en su artículo 219 que los jueces y juezas deben 

realizar “[…] un seguimiento de las medidas de protección que han dictado, revisar su 

implementación y evaluar periódicamente su efectividad en favor de los niños, niñas y 

 
31 Paulette-Murillo et al. (2020): Los jueces, como intérpretes de la ley, deben ser capaces de discernir 
la esencia de una norma y entender cómo se puede conocer esa esencia en la práctica. Deben 
considerar el lenguaje de la ley, su historia legislativa, las decisiones judiciales anteriores relacionadas 
y los principios jurídicos generales que la informan. En el caso del ISN, esto podría implicar considerar 
cómo la norma se alinea con los principios establecidos en el Convenio sobre los Derechos del Niño y 
el Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, así 
como con las disposiciones relevantes del CNA de Ecuador. 
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adolescentes […]”. Sin embargo, esta evaluación no se limita únicamente a los procesos de 

protección, sino que se aplica a todas las decisiones judiciales que afecten a los derechos de 

los niños, niñas y adolescentes. 

Además, al aplicar el principio del ISN como norma de procedimiento, se deben seguir 

los trámites, procesos y herramientas especializadas que se establecen para casos que 

involucran a los NNA. Por ejemplo, el CNA determina las reglas procesales y los 

procedimientos para casos de adopciones, adolescentes en conflicto con la ley, alimentos, 

entre otros. No es apropiado priorizar la aplicación de normas generales como el Código 

Orgánico General de Procesos (COGEP) o el Código Orgánico Integral Penal (COIP) por 

encima de las normas y procedimientos especializados que se aplican en casos que 

involucran a los NNA. 

El segundo aspecto importante es la motivación de las decisiones judiciales, donde 

se debe dejar claro que se han tomado las acciones necesarias para respetar el ISN. En este 

contexto, el CDN señala que “[…] la justificación de las decisiones debe reflejar explícitamente 

que se ha tenido en cuenta este derecho. Los Estados deben explicar cómo se ha respetado 

el ISN en la decisión, qué criterios se han considerado y cómo se han equilibrado los intereses 

del niño con otras consideraciones, ya sea en cuestiones generales o en casos específicos.”32 

En cuanto a la obligación de fundamentar adecuadamente las decisiones judiciales, 

la CRE, artículo 76, literal I) establece que: 

Las resoluciones de los poderes públicos deben estar debidamente motivadas, es 

decir, deben explicar las normas o principios jurídicos en los que se basan y su pertinencia 

en relación a los hechos. En caso de que los actos no estén debidamente motivados, se 

considerarán nulos y los responsables serán sancionados (p.34).  

Esto mismo se aplica a los jueces y juezas, quienes están obligados a motivar todas 

sus decisiones33 (Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ), Art. 130). Por lo tanto, el 

ISN se convierte en una norma de procedimiento que implica seguir un conjunto de elementos 

 
32 Es importante tener en cuenta que el Código de la Niñez y Adolescencia establece claramente en 
su artículo 11, párrafo tercero, que “no se puede invocar el interés superior del niño sin tener en cuenta 
su opinión previamente” Esto significa que al tomar decisiones que afecten a un niño, niña o 
adolescente, se debe escuchar y tener en consideración su punto de vista antes de determinar lo que 
se considere mejor para su interés superior. Se reconoce así la importancia de garantizar la 
participación y la voz de los niños, niñas y adolescentes en los asuntos que les conciernen. 
33 Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ). “Art. 130 - Facultades Jurisdiccionales de las Juezas y Jueces: 
Las juezas y jueces tienen la facultad fundamental de ejercer sus atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la 
Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes. Entre estas facultades se 
encuentra la obligación de motivar debidamente sus resoluciones. Se considerará que una resolución carece de 
motivación cuando no se mencionan las normas o principios jurídicos en los que se fundamenta, ni se explica su 
pertinencia en relación a los hechos del caso. Las resoluciones o fallos que carezcan de una motivación adecuada 
serán nulos.” 



33 

de análisis y pasos dentro de un proceso judicial para garantizar el ejercicio pleno de los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes. Para salvaguardar el ISN como norma de 

procedimiento, es fundamental que las personas encargadas de evaluar y determinar no se 

guíen por criterios personales, creencias, especulaciones, prejuicios sociales o estereotipos.  

En este sentido, la CIDH ha afirmado que “[…] no es adecuado basar decisiones en 

presunciones y estereotipos sobre la capacidad de los padres para garantizar el bienestar y 

desarrollo del niño […]”34. Además, el ISN no puede utilizarse para negar los derechos de un 

progenitor en función de su estado civil, en beneficio de aquellos que se ajusten a un concepto 

particular de familia. 

Es decir, el principio del ISN busca una interpretación amplia y no restrictiva, 

rechazando formulaciones que limiten su alcance. Esta necesidad de no restricción ha llevado 

a que el concepto se redacte como un concepto jurídico indeterminado, y varios autores 

concuerdan en que se trata de una cláusula general. Esto plantea varias dificultades a la hora 

de interpretar.  

Autores como Paulette-Murillo et al. 202035 y Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes 

202036 manifiestan que los conceptos jurídicos son fundamentales en toda norma, figura y 

situación jurídica. Pueden ser conceptos determinados, que describen realidades objetivas 

basadas en la situación fáctica, y también pueden ser conceptos indeterminados o jurídicos 

puros, que se construyen sobre datos ideales y lógicos derivados de la norma, sin basarse 

directamente en los datos empíricos. En el caso de los conceptos jurídicos indeterminados, 

la fórmula de redacción de la norma no ofrece soluciones definidas, ya que su acción se basa 

en su abstracción. Por lo tanto, la abstracción jurídica se convierte en un instrumento para 

alcanzar un resultado justo en los casos que involucran el principio de ISN. Es por ello que la 

conclusión y la apreciación de justicia no se basan únicamente en el valor lógico, sino en el 

resultado de justicia que se busca obtener. 

 
34 CIDH. Caso Fornerón e hija vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012, 
párr. 99. 
35 Paulette-Murillo et al.  (2020): conceptos jurídicos indeterminados como el Interés Superior del Niño requieren 
una apreciación contextual y una evaluación de las circunstancias particulares de cada caso. Esto significa que los 
jueces deben examinar cuidadosamente los datos disponibles, evaluar los diversos intereses en juego y buscar un 
equilibrio adecuado para tomar decisiones que promuevan el bienestar y la protección de los niños involucrados. 
Para lograr resultados justos y coherentes en el sistema judicial, es necesario utilizar la abstracción jurídica cuando 
se interpreta y aplica el principio de Interés Superior del Niño. 

36 Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes (2020): Estos conflictos abarcan aspectos como la definición de quién es 
considerado un niño, el ámbito temporal de aplicación, los procedimientos y requisitos, así como la interpretación 
y aplicación de estándares de protección. La resolución de estos conflictos dependerá de la legislación 
y jurisprudencia ecuatorianas, buscando un equilibrio entre los principios y objetivos de ambas normas 
internacionales y la protección de los derechos del niño involucrado. 



34 

En este contexto, si las normas de procedimiento no están diseñadas de manera 

adecuada, pueden surgir problemas en la resolución de sentencias que afecten el ISN, por 

ejemplo, procedimientos confusos o difíciles de entender, que generan una falta de claridad 

que conduce a decisiones que no protegen adecuadamente los derechos y el bienestar del 

niño.  

De igual manera, en ocasiones, los plazos establecidos en las normas de 

procedimiento pueden ser demasiado cortos para permitir una evaluación exhaustiva, lo que 

podría llegar a decisiones apresuradas o superficiales que no reflejen adecuadamente las 

necesidades y circunstancias individuales. A su vez, cuando las normas de procedimiento no 

garantizan la participación efectiva del niño en el proceso judicial, se puede limitar su 

capacidad para expresar sus opiniones, intereses y necesidades. 

3.3 Principios aplicables 

El principio del ISN es fundamental para proteger los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes en Ecuador. La Constitución de la República (CRE)37, la CDN38 y el CNA39 

establecen este principio.  

La CRE establece que el Estado es responsable de garantizar el pleno desarrollo de 

los niños, niñas y adolescentes. Además, establece que todas las decisiones y acciones 

relacionadas con los niños deben basarse en el principio del ISN. La CDN, que ha sido 

ratificada por Ecuador, establece que, en todas las acciones y decisiones relacionadas con 

los niños, el ISN debe ser una consideración primordial. Este principio se aplica tanto en el 

ámbito legislativo como judicial y tiene como objetivo proteger y promover el bienestar de los 

niños en todas las circunstancias. El CNA es el marco legal principal que regula los derechos 

y la protección de los niños, niñas y adolescentes en Ecuador en el ámbito judicial. De acuerdo 

 
37 Constitución de la República del Ecuador (CRE), artículo 44: “El Estado, la sociedad y la familia 
promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán 
el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos 
prevalecerán sobre los de las demás personas. Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su 
desarrollo integral, entendido como proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto 
y de sus capacidades, potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y 
comunitario de afectividad y seguridad. Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades 
sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y 
locales.” (p.21). 
38En la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), el artículo 3 establece que "en todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, 
los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial 
a que se atenderá será el Interés Superior del Niño" (p.3). 
39 Código de la Niñez y Adolescencia (CNA), en su artículo 14 establece que "Ninguna autoridad judicial 
o administrativa podrá invocar falta o insuficiencia de norma o procedimiento expreso para justificar la 
violación o desconocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Las normas del 
ordenamiento jurídico, las cláusulas y estipulaciones de los actos y contratos en que intervengan niños, 
niñas o adolescentes, o que se refieran a ellos, deben interpretarse de acuerdo al principio del interés 
superior del niño." (p.6). 
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con este código, los jueces y juezas deben garantizar el ISN en todas las decisiones que les 

afecten. Esto implica evaluar minuciosamente cada caso y tomar medidas para garantizar el 

bienestar y el pleno desarrollo de los niños involucrados. 

Es fundamental tener en cuenta que el principio del ISN, junto con otros principios que 

deben aplicarse, como el de necesidad e idoneidad40. El principio de necesidad significa 

garantizar que el niño y su familia reciban la protección que realmente necesitan, teniendo en 

cuenta su derecho a vivir en familia y comunidad. Es decir, que se deben tomar medidas 

necesarias, ya que no existen alternativas menos dañinas para alcanzar el objetivo deseado. 

El CNA respalda el principio de necesidad al establecer la responsabilidad de garantizar la 

ejecución de las medidas de protección que los niños, niñas y adolescentes en situación de 

riesgo y sus familias realmente necesitan. Según este principio, las acciones tomadas deben 

ser necesarias, es decir, no debe haber alternativas menos dañinas para alcanzar el objetivo 

deseado. 

En la práctica, al aplicar el principio de necesidad, los jueces y juezas deben examinar 

minuciosamente la situación de cada niño, niña o adolescente en riesgo, considerando la 

gravedad y naturaleza del riesgo, así como el contexto familiar y comunitario en el que se 

encuentran. Eviten cualquier medida que pueda resultar excesiva o innecesaria, y deben 

determinar si las medidas propuestas son realmente necesarias para brindar la protección 

requerida. 

Por el contrario, el principio de idoneidad busca brindar atención integral y adecuada 

que cumpla con altos estándares y satisfaga las necesidades del niño y su familia. El CNA 

apoya el principio de idoneidad, que busca garantizar que las acciones tomadas brinden una 

atención completa y adecuada a los niños, niñas y adolescentes, así como a sus familias. 

Esto significa que las medidas deben ser apropiadas para satisfacer las necesidades 

específicas de cada caso y cumplir con altos estándares de calidad. 

En la práctica, al aplicar el principio de Idoneidad, los jueces y juezas deben evaluar 

la efectividad y relevancia de las medidas propuestas en relación con las necesidades 

identificadas. Deben asegurarse de que las medidas sean adecuadas para abordar los 

riesgos y necesidades específicas de los niños, niñas y adolescentes involucrados, y que 

promuevan su bienestar físico, mental, emocional y social.  

 
40 Guía del Interés Superior del Niño (2021): “Principio de necesidad: Garantizar la ejecución de la 
medida de protección que el niño, niña o adolescente en situación de riesgo y su familia realmente 
necesitan, tomando en cuenta su derecho a vivir en familia y en comunidad. Es decir, significa que la 
medida adoptada es indispensable porque no existen otros medios menos lesivos para alcanzar el 
objetivo propuesto. Principio de idoneidad: Brindar atención integral y adecuada con estándares altos 
que cumplen con las necesidades del niño, niña o adolescente y su familia.” (p.18)  
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CAPÍTULO IV.  INTERPRETACIÓN, ARGUMENTACIÓN Y FUNDAMENTACIÓN EN LA 
DETERMINACIÓN DEL INTERÉS SUPERIOR 

4.1 ¿Puede el juez determinar racionalmente el interés superior del niño en un caso 
concreto? 

Paulette-Murillo et al. (2020)  afirman que la racionalidad en decisiones judiciales se 

refiere a la capacidad de los jueces para tomar decisiones basadas en la lógica, la evidencia, 

los principios jurídicos y la equidad. Esta racionalidad se espera que esté libre de prejuicios, 

emociones y consideraciones externas. En el contexto de determinar el ISN, autores como  

Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes (2020) sostienen que la racionalidad juega un papel crucial, 

ya que los jueces deben sopesar múltiples factores, incluidos los derechos legales, las 

circunstancias individuales y las implicaciones a largo plazo de sus decisiones. 

4.1.1 Análisis de sentencias en relación con cómo los jueces determinaron el interés 
superior del niño 

La Resolución N.° 112-2012 destaca la importancia de la integración del niño en su 

entorno actual “El Tribunal de última instancia consideró las circunstancias en las que se 

encuentra actualmente el niño, y que llevó a decidir que no cabe la restitución internacional, 

desde que éste se ha integrado a su nuevo medio familiar” (Resolución N.° 112-2012, p.2) y 

la potencial perturbación que podría causar una restitución.  Se hace énfasis en la prioridad 

de los derechos del niño sobre otros intereses: 

El Art. 44 de la Constitución de la República del Ecuador prevé: “El Estado, la sociedad 

y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y 

adolescentes y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio 

de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas 

(Resolución N.° 112-2012, p.4). 

La decisión refleja un esfuerzo por equilibrar los derechos parentales con el bienestar 

del niño, demostrando una aplicación razonada de la ley y los principios constitucionales:  

Procesalmente se ha demostrado que el niño Mateo Bernaud Pérez se encuentra 

residiendo en el Ecuador con su madre, de nacionalidad ecuatoriana, quien no se ha 

negado a que el menor mantenga comunicación con su padre ordenar la restitución 

del menor a Francia, significaría que debería vivir únicamente con su padre 

prescindiendo del cuidado y protección de su madre … privar al menor de los cuidados 

de su madre, constituye una violación a sus derechos constitucionales consagrados 

en los Arts. 44 y 46 numeral 1 de la Constitución … Mateo Bernaud Pérez, menor de 

6 años, requiere de la protección y cuidado de su madre, derechos que, como ya se 
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observó no tendrá si se ordena su restitución a Francia, así como la privación del 

entorno familiar y escolar que luego de casi dos años de permanencia en el Ecuador 

ha logrado; lo que ocasionaría un daño psicológico en su desarrollo  (Resolución N.° 

112-2012, p.5).  

La racionalidad se manifiesta en la consideración de las implicaciones a largo plazo 

de la decisión y en la priorización del bienestar emocional y psicológico del niño. Además, se 

observa un énfasis en la interpretación y aplicación de normas de diferentes jerarquías, 

asegurando que el ISN se mantenga como una consideración primordial. 

Las pruebas actuadas, valorando el hecho de que el menor se encuentra bajo el 

cuidado y protección de su madre, residiendo en el Ecuador, con su abuela materna 

en un entorno familiar acogedor y seguro que le permite su desarrollo integral; y de 

que, su restitución implicaría no sólo como ya se observó, violación a sus derechos 

constitucionales, sino que implicaría un daño psíquico al que se refiere el literal b) del 

artículo 13 de la Convención en referencia (Resolución N.° 112-2012, p.7). 

Es evidente que el juez tiene la capacidad de determinar racionalmente el ISN. La 

decisión refleja una aplicación coherente y lógica de la ley, considerando tanto los derechos 

legales como las circunstancias individuales del niño. La priorización del bienestar emocional 

y psicológico del niño y la consideración de las implicaciones a largo plazo de la decisión 

demuestran un enfoque racional y centrado en el niño. 

Por otro lado, en la Resolución N.° 318-2012, se observa un esfuerzo por parte de los 

jueces para equilibrar los derechos y deberes de los padres con el ISN. La discusión sobre la 

falta de aplicación de ciertos artículos41, como se señala en la sentencia: “Se ha dejado de 

aplicar también en el fallo recurrido, lo dispuesto en nuestro Código de la Niñez y 

Adolescencia...” (Resolución N.° 318-2012, p.2), evidencia cómo los jueces interpretan y 

aplican la ley en función de las circunstancias específicas del caso. La sentencia impugnada 

argumenta: 

 
41   La aplicación de los artículos del Código de la Niñez y Adolescencia, específicamente el Art. 16, 
que establece que los derechos y garantías de la niñez y adolescencia son de orden público, 
interdependientes, indivisibles, irrenunciables e intransmisibles. Además, la falta de aplicación de los 
Arts. 9, 11 y 1478 del Código Civil. El Art. 1478, por ejemplo, establece que existe objeto ilícito en todo 
aquello que contraviene al Derecho Público Ecuatoriano. El Art. 9 declara que son nulos y de ningún 
valor los actos prohibidos por la ley, y el Art. 11 establece las condiciones bajo las cuales se pueden 
renunciar los derechos conferidos por las leyes. Estos artículos son relevantes en el contexto de la 
discusión sobre si la madre tenía o no el derecho de decidir unilateralmente sobre la residencia habitual 
y domicilio del menor. Por último, se señala la falta de aplicación del Art. 5 del Código Orgánico de la 
Función Judicial. Estas omisiones, según el casacionista, afectan la interpretación y aplicación 
adecuada de la ley en relación con el ISN y las responsabilidades y derechos de los padres en el caso 
en cuestión. 
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Siendo la madre la acusada de presunción de ilicitud, en la retención de su hijo... no 

se le puede exigir a la madre continuar viviendo con el padre del menor para así poder 

ejercer en forma conjunta la patria potestad sobre el niño (Resolución N.° 318-2012, 

p.6.) 

Es decir, que no se puede exigir a la madre vivir con el padre para ejercer 

conjuntamente la patria potestad, lo que refleja una consideración del ISN al no interrumpir 

su vida cotidiana y su relación con ambos padres. Además, la cuestión de si la sentencia 

otorgó más de lo pedido, al resolver que el padre del menor debe mantener contacto con el 

niño a través de Skype, se aborda desde la perspectiva del ISN: 

(…) este Tribunal de Casación observa que... al confirmar la resolución dictada por el 

juez de primera instancia, negó la restitución internacional del niño Marco Elian 

Haltiner Vega y dispuso que padre e hijo sigan manteniendo contacto por el medio 

tecnológico que ha sido utilizado y convenido por las partes (…) (Resolución N.° 318-

2012, p.8). 

Los jueces, en su labor interpretativa y decisoria, tienen la ardua tarea de equilibrar 

los derechos y deberes de las partes involucradas, y en casos que involucran a menores, el 

ISN debe prevalecer. En la Resolución N.° 318-2012, se evidencia este compromiso. La 

sentencia impugnada destaca que "en aplicación del derecho a la libertad no se le puede 

exigir a la madre continuar viviendo con el padre del menor para así poder ejercer en forma 

conjunta la patria potestad sobre el niño" (p.8). Esta consideración refleja una interpretación 

de la ley que tiene en cuenta el bienestar del menor, su vida cotidiana y su relación con ambos 

padres. 

Además, la sentencia aborda la cuestión de la comunicación entre el padre y el hijo a 

través de medios tecnológicos, como Skype. Aunque este punto fue objeto de discusión, la 

decisión de mantener este canal de comunicación se basó en el ISN, garantizando su derecho 

a mantener una relación con ambos progenitores, independientemente de las circunstancias. 

La sentencia también hace referencia a varios artículos y convenciones, como el Art. 19 de 

la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, y los 

Arts. 44 y 45 de la Constitución de la República del Ecuador, que subrayan la importancia de 

proteger los derechos de los niños y adolescentes. 

La sentencia Resolución N.° 031-2011 es un claro reflejo de la meticulosidad con la 

que el sistema judicial ecuatoriano aborda casos que involucran el ISN, especialmente 

cuando se trata de situaciones complejas de doble nacionalidad y traslados internacionales. 

La Corte Constitucional, al analizar el caso de Juan Diego Flick Galeano, no solo se basó en 

las circunstancias fácticas, sino que también se sumergió profundamente en el marco legal, 

tanto nacional como internacional. Es evidente que la Convención de la Haya sobre Aspectos 
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Civiles de la Sustracción Internacional de Menores fue un pilar fundamental en la toma de 

decisiones, con especial atención a los artículos 3 y 12. Estos artículos, que tratan sobre los 

"derechos de custodia" y las condiciones para la "restitución internacional" De manera 

específica: 

En cuyo artículo 12 se señala que dentro de los primeros doce meses cabe la 

restitución inmediata, fuera de este tiempo es necesario analizar si las circunstancias 

que rodean al niño han variado, es decir, si se encuentra adaptado o no a un nuevo 

medio al cual reconoce como familiar, por lo cual podría considerarse que su 

residencia habitual ha cambiado (Resolución N.° 031-2011, p.10). 

 Además, la referencia a la Convención Interamericana de Restitución Internacional, 

y en particular a su artículo 3, añadió otra capa de comprensión sobre el "derecho de custodia 

o guarda", reforzando la idea de que la decisión no se tomó a la ligera, sino que se basó en 

instrumentos legales internacionales de gran relevancia. 

A fin de precisar este significado de custodia nos remitimos a la Convención 

Interamericana de Restitución Internacional, la cual en su artículo 3 establece lo 

siguiente: Artículo 3.- Para los efectos de esta Convención: a. El derecho de custodia 

o guarda comprende el derecho relativo al cuidado del menor y, en especial, el de 

decidir su lugar de residencia (Resolución N.° 031-2011, p.11). 

Por otro lado, la sentencia no se limitó únicamente a las convenciones internacionales. 

Se hizo un esfuerzo consciente por integrar y considerar las leyes nacionales que son 

pertinentes al caso. El CCE, con su definición de "residencia habitual" en el artículo 5442, y el 

CNA, con sus artículos 1143 y 7744, fueron esenciales para proporcionar un contexto legal 

más cercano a la realidad ecuatoriana. La conclusión de la Corte, que se basa en este 

entramado de leyes y convenciones, no solo refleja un profundo compromiso con la justicia y 

el bienestar del niño, sino que también demuestra la capacidad del sistema judicial para 

 
42 “La mera residencia hará las veces de domicilio civil respecto de las personas que no lo tuvieren en 
otra parte, entendiéndose domicilio como la residencia más el ánimo de permanecer en un lugar” 
(Resolución N.° 031-2011, p.11). 
43 “Para apreciar el interés superior se considerará la necesidad de mantener un justo equilibrio entre 
los derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes, en la forma que mejor convenga a la realización 
de sus derechos y garantías. Este principio prevalece sobre el principio de diversidad étnica y cultura” 
(CNA, 2017, Art. 11). 
44 “Protección contra el traslado y retención ilícitos de niños, niñas y adolescentes. - Se prohíbe el 
traslado y la retención de niños, niñas y adolescentes cuando violan el ejercicio de la patria potestad, 
el régimen de visitas o las normas sobre autorización para salir del país. Los niños, niñas y 
adolescentes que han sido trasladados o retenidos ilegalmente, tienen derecho a ser reintegrados a 
su medio familiar y a gozar de las visitas de sus progenitores y otros parientes de conformidad con lo 
previsto en este Código. El Estado tomará todas las medidas que sean necesarias para lograr el 
regreso y reinserción familiar del niño, niña o adolescente que se encuentre en la situación prevista en 
este artículo.” (CNA, 2017, Art. 77). 
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navegar a través de situaciones complejas y llegar a decisiones que están firmemente 

arraigadas en la ley. 

Basándose en el análisis de la sentencia Resolución N.° 031-2011, se puede concluir 

que los jueces tienen la capacidad de determinar racionalmente el ISN. La sentencia refleja 

un proceso de toma de decisiones bien fundamentado, donde se consideraron múltiples 

factores y se basaron en pruebas concretas. La referencia a convenciones internacionales y 

leyes nacionales muestra que los jueces estaban bien informados y se esforzaron por 

adherirse al marco legal pertinente. La decisión final, que prioriza el bienestar y la seguridad 

del niño, es un testimonio de la capacidad de los jueces para determinar racionalmente el ISN 

en un caso concreto. 

La decisión final, que prioriza el bienestar y la seguridad del niño, no fue una elección 

arbitraria, sino el resultado de un análisis detallado y una interpretación cuidadosa de las 

leyes y convenciones pertinentes. Esta sentencia es un testimonio de la capacidad del 

sistema judicial para navegar a través de situaciones complejas y llegar a decisiones que 

están firmemente arraigadas en la ley, siempre con el ISN en el centro de sus deliberaciones. 

4.1.2 Conclusiones sobre la capacidad de los jueces para determinar racionalmente 
el interés superior del niño basándose en las sentencias analizada 

El sistema judicial ecuatoriano ha demostrado ser excepcionalmente capaz de 

identificar racionalmente el interés superior del niño (ISN) después de analizar las 

resoluciones presentadas. Las decisiones judiciales muestran una comprensión y aplicación 

exhaustivas de las normas nacionales e internacionales. La Resolución N° 112-2012, por 

ejemplo, destaca la importancia de tener en cuenta el entorno actual del niño y las posibles 

consecuencias de una restitución, siempre priorizando el bienestar y el desarrollo integral del 

menor. En un esfuerzo por equilibrar los derechos parentales con el bienestar del niño, esta 

resolución, junto con otras como la Resolución N° 318-2012, garantiza que el ISN prevalezca 

en todas las decisiones. 

Además, es importante destacar cómo los jueces han utilizado una estrategia 

multidimensional para tomar decisiones, considerando tanto las normas legales como las 

circunstancias particulares y contextuales del niño. Un enfoque holístico y centrado en el niño 

toma en cuenta aspectos como la adaptación del niño a su entorno actual, su bienestar 

emocional y psicológico y las implicaciones a largo plazo de cualquier decisión. En resumen, 

las sentencias examinadas demuestran una capacidad judicial sólida y razonable para 

determinar ISN y garantizar que las decisiones tomadas estén en consonancia con los 

principios de equidad y justicia, y, sobre todo, con el bienestar del menor afectado. 
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4.2 La obligación de motivar los fallos judiciales 

La motivación en los fallos judiciales es un pilar esencial para la legitimidad, 

transparencia y calidad del sistema de justicia. Esta obligación no es meramente un requisito 

formal, sino un imperativo ético y jurídico que asegura que las decisiones se fundamenten en 

el derecho y no en criterios arbitrarios. En el contexto de casos que involucran el ISN, la 

motivación adquiere una importancia particular, ya que requiere un análisis detallado y 

fundamentado que puede incluir referencias a normativas y convenciones internacionales, 

como la Convención de la Haya sobre Aspectos Civiles de Sustracción Internacional de 

Menores. Esta obligación de motivar adecuadamente las decisiones facilita a las partes 

involucradas una comprensión clara de las razones que sustentan un fallo, permitiendo 

evaluar la posibilidad de apelar y contribuyendo a la calidad de la justicia. 

4.2.1 Análisis de sentencias en relación con la motivación proporcionada por los 
jueces al determinar el interés superior del niño 

La sentencia Resolución N.° 031-2011 evidencia un enfoque estructurado en cuanto 

a la motivación en un fallo judicial. La Corte Constitucional del Ecuador, al tratar el caso de 

Juan Diego Flick Galeano, se fundamentó tanto en las circunstancias fácticas como en el 

marco legal pertinente, tanto a nivel nacional como internacional. La sentencia hace alusión 

a diversas convenciones, códigos y leyes, incluyendo la Convención de la Haya, donde la 

sentencia establece: 

Los derechos de custodia se refieren a una serie de derechos que los padres deben 

poseer en cierta cantidad para estar protegidos por el Convenio... la definición de 

derechos de custodia según el Convenio preveía un conjunto de derechos que debían 

ser protegidos independientemente de si un progenitor tenía uno, varios o todos los 

derechos de custodia y, de si el derecho o derechos podían ejercerse en forma 

individual o separada con el otro progenitor (Resolución N.° 031-2011, p.11). 

Respecto a la Convención Interamericana de Restitución Internacional, se cita el 

artículo 3: “Para los efectos de esta Convención: a. El derecho de custodia o guarda 

comprende el derecho relativo al cuidado del menor y, en especial, el de decidir su lugar de 

residencia...” (p.9). 

En relación al CCE, la sentencia refiere: 

“El Código Civil señala en el artículo 54 que: La mera residencia hará las veces de 

domicilio civil respecto de las personas que no lo tuvieren en otra parte”, 

entendiéndose domicilio como la residencia más el ánimo de permanecer en un lugar” 

(Resolución N.° 031-2011, p.11). 
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Y en cuanto al CNA, se menciona: 

Esta Corte Constitucional encuentra que tanto el auto de primera instancia como el de 

apelación dentro del juicio de restitución internacional N.* 277-2010 y 1666-2008, se 

encuentran motivados y respetan los derechos constitucionales, en virtud de haber 

aplicado a los antecedentes de hecho la normativa constante en los artículos 44 y 45 

de la Constitución de la República, artículos 3 y 12 de la Convención de la Haya, y 

artículos 11 y 77 del Código de la Niñez y Adolescencia (Resolución N.° 031-2011, 

p.12). 

Adicionalmente, la sentencia se respalda en informes técnicos y pruebas concretas, 

como se evidencia en: 

“El Juzgado Segundo de la Niñez y Adolescencia de Quito solicitó a la Oficina Técnica 

del Juzgado que realice un estudio de la situación del niño y su nivel de adaptación a 

este nuevo medio. En el informe que consta a fs. 492 de la Causa N.* 1666-2008, 

realizado por la Dra. Georgina Mena, médica; Lcda. María Teresa Terán, psicóloga, y 

Magister Mariana Montenegro, trabajadora social, remitido al juez el 22 de septiembre 

del 2009, se señala en lo pertinente que: el niño Juan Diego Flick Galeano, se 

encuentra en un entorno familiar favorable que garantiza un normal desarrollo y 

formación integral” (Resolución N.° 031-2011, p.12). 

En lo que respecta a la Resolución N.° 112-2012, se muestra un esfuerzo considerable 

por parte del tribunal para fundamentar su decisión. Se hace referencia explícita a múltiples 

fuentes legales, como el Art. 44 de la Constitución de la República del Ecuador, que establece 

que "los derechos de los menores prevalecen sobre los derechos de los adultos" (Resolución 

N.° 112-2012, p.2). Este artículo es crucial porque establece un marco legal que prioriza los 

derechos de los menores sobre cualquier otro interés. La mención de este artículo no es 

casual; refuerza la idea de que la decisión del tribunal está alineada con los principios 

constitucionales más elevados.  

De igual manera, se enfatiza que se debe atender al principio de su ISN. La sentencia 

se esfuerza por contextualizar este principio, no solo citando la Constitución sino también 

referenciando la "doctrina de la protección integral" y tratados internacionales como la CDN, 

donde su artículo 3.1 expone que:  

En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas 

o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 

órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 

superior del niño (Resolución N.° 112-2012, p.4).  
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Este artículo refuerza el principio del ISN y lo coloca en un contexto internacional, lo 

que añade peso y legitimidad a la decisión del tribunal. Además, el tribunal no se limita a una 

interpretación literal de la ley. La resolución señala que “el niño, Mateo Bernaud Pérez, se 

encuentra actualmente residiendo en Ecuador con su madre y su abuela materna, en un 

entorno familiar acogedor y seguro que le permite su desarrollo integral" (Resolución N.° 112-

2012, p.4) Estos elementos demuestran que la corte ha ido más allá de una simple aplicación 

de la ley, considerando las circunstancias específicas del caso para llegar a una decisión justa 

y equilibrada. 

En la Resolución N.° 318-2012, el tribunal hace referencia a la causal tercera del Art. 

3 de la Ley de Casación, que permite casar el fallo cuando se incurre en error en la valoración 

de la prueba, "cuando ello ha conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de 

normas de derecho en el fallo impugnado" (p.7). Este aspecto es crucial porque establece el 

marco dentro del cual el tribunal de casación puede actuar. Según la resolución, el tribunal 

de instancia debe demostrar el error de derecho en que ha incurrido para que prospere el 

recurso de casación. En este contexto, el tribunal señala que, aunque se han citado varios 

artículos del Código de Procedimiento Civil (CPC), específicamente los Arts. 113, 114, 115, 

116, 117 y 11845 para la valoración de la prueba, no se han identificado las normas de derecho 

que, como resultado, han sido aplicadas de manera incorrecta o no se han aplicado en 

absoluto. Este es un punto crucial porque la falta de identificación de estas normas de derecho 

afecta directamente la calidad de la motivación del fallo, especialmente en un caso que 

involucra el ISN. 

La jurisprudencia, según la resolución, exige que, para configurar la causal tercera, se 

deben citar tanto las normas relativas a la valoración de la prueba que se consideran 

infringidas como las normas sustantivas que se han aplicado incorrectamente o no se han 

aplicado como resultado. La omisión de este último aspecto en la resolución cuestiona la 

suficiencia de la motivación en la protección del ISN niño. Esta falta de explicitación en la 

identificación de las normas de derecho aplicadas incorrectamente o no aplicadas podría 

llevar a cuestionamientos sobre si el tribunal de instancia ha considerado de manera 

adecuada y completa todos los aspectos legales que involucran el ISN.  

 
45 “Art. 13.- La competencia preventiva en materia civil se ejerce entre los jueces de igual clase de una 
misma sección territorial de modo que uno excluye a otro por la prevención. Art. 14.- En las causas 
civiles tiene lugar la prevención por la citación de la demanda al demandado, en la forma legal, o por 
sorteo. Art. 15.- Ejercen competencia privativa los órganos jurisdiccionales a quienes se encarga el 
conocimiento de materias especiales. Art. 16.- Ejercen jurisdicción legal tanto los jueces ordinarios 
como los especiales. Art. 17.- Ejercen jurisdicción convencional los jueces árbitros. Art. 18.- La 
jurisdicción legal nace por elección o nombramiento hecho conforme a la Constitución o la ley; y la 
convencional por compromiso” (Código de Procedimiento Civil, 2017, Art. 113-118). 
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4.2.2 Conclusiones sobre la calidad y profundidad de la motivación en las sentencias 
analizadas 

La sentencia, Resolución N.° 031-2011, refleja un compromiso con el principio de 

motivación en fallos judiciales. La Corte, al basarse en un marco legal sólido y proporcionar 

una justificación detallada para su decisión, asegura que las partes involucradas tengan 

acceso a las razones que sustentan el fallo. Esta atención detallada y la profundidad en la 

motivación subrayan la relevancia de este principio en el sistema judicial ecuatoriano y sirven 

como referencia de cómo se deben abordar casos que involucran el ISN en un marco jurídico. 

Respecto a la Resolución N.° 112-2012, la referencia a múltiples fuentes legales, y en 

particular al Art. 44 de la CRE, añade una capa de rigor y profundidad a la sentencia. Esta 

metodología demuestra que el tribunal no solo está interesado en cumplir con la letra de la 

ley, sino en asegurar que su interpretación y aplicación sean coherentes con los principios 

fundamentales que guían la justicia, especialmente cuando están en juego los derechos de 

los menores. La sentencia, por lo tanto, se erige como un ejemplo de cómo la jurisprudencia 

puede y debe ser un ejercicio de equilibrio y profundidad, fundamentado en un marco legal 

sólido y en el respeto de los principios constitucionales. 

Finalmente, aunque la Resolución N.° 318-2012 muestra un esfuerzo por ser 

exhaustiva en su consideración de múltiples factores y normativas legales, como los artículos 

del CPC y la Convención de la Haya, hay un margen para mejorar la claridad y la profundidad 

de la motivación, especialmente en lo que respecta al ISN. La falta de explicitación en cómo 

se llegó a determinadas conclusiones, especialmente en relación con las normas de derecho 

que podrían haber sido aplicadas incorrectamente, podría complicar la revisión de la 

sentencia por instancias superiores y cuestiona la suficiencia de la motivación en la protección 

del ISN.  

4.3 Interpretación jurídica 

La interpretación jurídica es un proceso esencial en el ámbito del derecho que busca 

determinar el significado y alcance de las normas legales en casos concretos. Esta actividad 

es crucial en la toma de decisiones judiciales, ya que permite a los jueces aplicar la ley de 

manera precisa, justa y coherente. En contextos que involucran principios complejos como el 

Interés Superior del Niño, la interpretación jurídica adquiere una importancia particular, ya 

que se aborda de manera extensa y se aplica en el contexto de múltiples fuentes legales y 

doctrinales. Este proceso se convierte en un pilar para garantizar la justicia, la equidad, la 

imparcialidad y la coherencia en las decisiones judiciales. 
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4.3.1 Directivas interpretativas 

En el ámbito jurídico, las directivas interpretativas actúan como un conjunto de 

herramientas metodológicas que guían a los jueces en la tarea de interpretar las normas 

legales. Estas directivas pueden ser de diversas naturalezas: gramatical, donde se analiza el 

texto de la ley; lógica, que implica el razonamiento y la coherencia interna de la norma; e 

histórica, que considera el contexto y la evolución de la norma en cuestión. El objetivo final 

de estas directivas es asegurar que la interpretación de la norma sea coherente con su 

propósito original y su contexto aplicable, evitando así interpretaciones arbitrarias o 

inconsistentes que puedan llevar a resultados injustos. 

En el caso de la sentencia Resolución N.° 031-2011 emitida por la Corte Constitucional 

del Ecuador, se observa una aplicación cuidadosa de estas directivas interpretativas. La Corte 

no solo se limita a una lectura literal de las leyes y convenciones citadas, sino que va más 

allá para entender su espíritu y propósito. Por ejemplo, al hacer referencia a la Convención 

de la Haya sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, la Corte se 

centra en el concepto de "derechos de custodia". Aquí, la Corte no solo examina el texto del 

artículo pertinente, sino que también considera el contexto más amplio en el que se inscribe 

esta Convención. Esto incluye el objetivo general de la Convención de proteger a los menores 

en casos de sustracción y traslado ilícitos, así como la jurisprudencia relacionada y las 

directrices interpretativas proporcionadas por organismos internacionales especializados. 

Además, la Corte también tiene en cuenta el marco legal nacional, incluidos el CCE y 

el CNA, para asegurar que su interpretación sea coherente con las leyes y reglamentos 

locales. Al hacerlo, la Corte demuestra una comprensión profunda de la interacción entre las 

normas internacionales y nacionales, y cómo estas deben ser interpretadas de manera 

coherente para lograr un resultado que esté en el mejor interés del niño. 

En la Resolución N.° 112-2012, se observa la aplicación de diversas directivas 

interpretativas por parte de los jueces. Se hace referencia al Artículo 44 de la CRE, que 

establece que los derechos de los menores prevalecen sobre los derechos de los adultos. 

Este artículo constitucional actúa como una directiva interpretativa que guía la toma de 

decisiones en el caso, particularmente en lo que respecta al principio del ISN. 

Adicionalmente, la sentencia incorpora la "doctrina de la protección integral" y tratados 

internacionales, específicamente la CDN. Según la sentencia, la doctrina de la protección 

integral considera a niñas, niños y adolescentes como sujetos plenos de derechos. Asimismo, 

se señala que el principio del ISN debe ser entendido como garantista. Estas directivas 

interpretativas contribuyen a un marco legal y doctrinal que los jueces utilizan para 

contextualizar y aplicar el principio del ISN. La inclusión de estas directivas interpretativas en 
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la sentencia demuestra un enfoque integrado que combina diferentes fuentes legales y 

doctrinales. Este enfoque permite a los jueces interpretar y aplicar el principio del ISN de 

manera coherente con las normas legales y los valores sociales establecidos.  

Finalmente, la Resolución N.° 318-2012, se observa la aplicación de diversas 

directivas interpretativas por parte del tribunal, especialmente en lo que respecta a la 

literalidad del texto legal y la jurisprudencia existente. El tribunal hace referencia a varios 

artículos del CPC y de la Ley de Casación (LC) para fundamentar su decisión. Sin embargo, 

la resolución también señala que, aunque se citaron normas para la valoración de la prueba, 

no se identificaron las normas de derecho que, como resultado, han sido aplicadas de manera 

incorrecta o no se han aplicado en absoluto. Este aspecto pone de manifiesto la complejidad 

inherente al proceso de interpretación legal y la importancia de emplear un enfoque 

multifacético que combine diversas directivas interpretativas para llegar a una decisión judicial 

equilibrada y justa. 

4.3.2 Criterios hermenéuticos o directiva de interpretación 

Los criterios hermenéuticos son aquellos principios o reglas que guían la 

interpretación de textos en el ámbito jurídico. Estos criterios buscan que la interpretación 

resulte coherente y lógica dentro del sistema jurídico (Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes, 

2020). 

En relación con la Resolución N.° 031-2011, se observa la aplicación de criterios 

hermenéuticos en diversas secciones. Al abordar el CCE y su definición de "residencia 

habitual", la Corte realiza una interpretación que considera el contexto del sistema jurídico 

ecuatoriano. De manera similar, al referirse al CNA, la sentencia analiza los artículos en 

cuestión considerando el propósito general del Código y su relación con el sistema jurídico 

ecuatoriano. 

Respecto a la Resolución N.° 112-2012, se observa uno de los métodos 

hermenéuticos más notables es el enfoque sistemático (Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes, 

2020). Los jueces consideran cómo diferentes normas y principios interactúan entre sí. Según 

la sentencia, "La doctrina permite reconocer una serie de principios de la interpretación 

constitucional con gran importancia práctica en cuanto se han convertido en guías de la labor 

hermenéutica que realizan los tribunales de justicia" (p.5). Este enfoque sistemático se 

evidencia en la relación que se establece entre el Artículo 44 de la CRE y la CDN. Ambas 

fuentes legales se utilizan para reforzar el principio del ISN, lo que demuestra cómo los jueces 

buscan coherencia y armonización entre diferentes fuentes de derecho. 
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Además, se emplea un criterio teleológico en la sentencia46. En este caso, el criterio 

teleológico se manifiesta especialmente cuando los jueces consideran el ISN. La sentencia 

señala que, el tribunal busca cumplir con el objetivo subyacente del principio del ISN, que es 

garantizar el bienestar y desarrollo integral del menor47. Estos criterios hermenéuticos, tanto 

el enfoque sistemático como el criterio teleológico, contribuyen y permiten una interpretación 

y aplicación de las normas legales y principios en juego, lo que afecta la decisión final y 

alineación con los objetivos legales y sociales más amplios. 

Finalmente, en la Resolución N.° 318-2012, el tribunal aborda la interpretación de las 

normas legales desde múltiples ángulos. Primero, el tribunal se adhiere a una interpretación 

gramatical y sistemática al citar específicamente los artículos del CPC y de la LC. Por ejemplo, 

se menciona que "el casacionista, acusa, con fundamento en la causal tercera del Art. 3 de 

la Ley de Casación, la violación de las disposiciones legales contenidas en los Arts. 113, 114, 

115, 116, 117 y 118 del Código de Procedimiento Civil" (p.6). Este enfoque se centra en el 

texto de la ley y su estructura, lo que es característico de una interpretación gramatical y 

sistemática. 

Además, el tribunal también hace referencia a la jurisprudencia y a la doctrina, como 

se observa en la cita de "Andrade Ubidia Santiago, La Casación Civil en el Ecuador, Quito, 

2005, p. 150" (p.3). Este recurso a fuentes externas sugiere que el tribunal está empleando 

criterios hermenéuticos más amplios, que podrían incluir aspectos históricos y teleológicos. 

4.4  Interés superior del niño y el principio de proporcionalidad 

El principio de proporcionalidad es un concepto jurídico que busca equilibrar los 

derechos e intereses en conflicto para llegar a una decisión justa y equitativa. En el contexto 

del ISN, este principio se convierte en una herramienta esencial para asegurar que las 

decisiones judiciales sean beneficiosas para el menor involucrado. Se trata de ponderar 

diferentes derechos y responsabilidades, como el derecho del niño a un entorno seguro y el 

derecho de los padres a la custodia, para que cualquier medida que afecte al niño sea la 

menos restrictiva posible y esté alineada con la finalidad que se busca alcanzar. 

4.4.1 Objeciones a la racionalidad del principio de proporcionalidad 

Una de las objeciones más comunes al principio de proporcionalidad es que puede 

ser subjetivo y depender en gran medida del criterio del juez. Esto podría llevar a decisiones 

inconsistentes o incluso arbitrarias. En el caso de la sentencia Resolución N.° 031-2011, la 

 
46 Este criterio se centra en el propósito y los objetivos de las normas legales (Alarcón-Cedeño y 
Suárez-Montes, 2020). 
47 "El Tribunal de última instancia consideró las circunstancias en las que se encuentra actualmente el 
niño, y que llevó a decidir que no cabe la restitución internacional, desde que éste se ha integrado a 
su nuevo medio familiar." (p.6)  
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Corte Constitucional del Ecuador parece haber tomado en cuenta múltiples factores, incluidas 

las leyes nacionales e internacionales, para llegar a una decisión que se alinea con el ISN. 

La sentencia muestra un esfuerzo por minimizar la subjetividad y basar la decisión en un 

marco legal y fáctico sólido.  

En el caso de la Resolución N.° 112-2012, la sentencia establece: "Es verdad, así se 

lo ha reconocido, que los tratados internacionales, en el Ecuador, están al mismo nivel 

jerárquico que la Constitución, los que deben ser aplicados de manera directa por jueces y 

autoridades administrativas." (p.5) Este enfoque busca eliminar cualquier ambigüedad o 

subjetividad que pudiera surgir al aplicar el principio de proporcionalidad, proporcionando una 

base sólida y objetiva para la decisión.  

Además, el tribunal se apoya en el Artículo 44 de la CRE, que establece que "los 

derechos de los menores prevalecen sobre los derechos de los adultos" (Resolución N.° 112-

2012, p.4). Al hacerlo, el tribunal no solo se basa en una sola fuente legal o en su 

interpretación subjetiva, sino que se esfuerza por armonizar diferentes fuentes legales y 

principios para llegar a una decisión equilibrada y justa. El tribunal también invoca la "doctrina 

de la protección integral" y la CDN para reforzar su decisión. Se señala que: 

Dentro de la doctrina de la protección integral de niñas, niños y adolescentes se 

incluye o comprende a todos los instrumentos internacionales de protección de 

derechos humanos suscritos por el Ecuador y que forman parte de la Constitución de 

la República (Resolución N.° 112-2012, p.5).  

Por lo tanto, en este caso particular, el tribunal parece ser consciente de las objeciones 

comunes al principio de proporcionalidad y toma medidas para mitigarlas. 

En la Resolución N.° 318-2012, el tribunal se enfrenta a la tarea de valorar las pruebas 

presentadas en el caso, un proceso que, en teoría, debería implicar un ejercicio de 

proporcionalidad para equilibrar los intereses y derechos en juego. Este ejercicio es 

especialmente relevante cuando se trata del ISN, un principio que requiere una evaluación 

cuidadosa y equilibrada de múltiples factores. Sin embargo, el tribunal señala un aspecto 

crucial que podría interpretarse como una limitación en la aplicación del principio de 

proporcionalidad: la falta de identificación de las "normas de derecho que a consecuencia de 

tal quebranto han sido equivocadamente aplicadas o no aplicadas, conforme exige la Ley 

para la configuración de la causal tercera." (p.5) Este punto sugiere que, aunque se han citado 

normas para la valoración de la prueba (como los Arts. 113, 114, 115, 116, 117 y 118 del 

Código de Procedimiento Civil), no se ha completado el siguiente paso crucial de identificar 

qué normas de derecho han sido afectadas como resultado. 
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Esta falta de identificación podría interpretarse como una manifestación de una 

objeción común al principio de proporcionalidad: la subjetividad y la inconsistencia en su 

aplicación. En otras palabras, sin una clara identificación de las normas de derecho que se 

consideran afectadas, el ejercicio de proporcionalidad se vuelve más susceptible a 

interpretaciones subjetivas. Esto podría, a su vez, llevar a decisiones judiciales que carecen 

de la coherencia y la transparencia necesarias para garantizar una justa ponderación de los 

intereses, especialmente cuando se trata del ISN. 

4.4.2 La aplicación del principio de proporcionalidad en el interés del niño 

En la sentencia Resolución N.° 031-2011, la Corte Constitucional del Ecuador adopta 

un enfoque meticuloso y multidimensional para aplicar el principio de proporcionalidad, lo cual 

es evidente en la forma en que se abordan tanto las circunstancias fácticas como el marco 

legal. La Corte no se limita a una evaluación superficial o unilateral del caso; en su lugar, 

realiza un análisis exhaustivo que abarca múltiples capas de consideraciones legales y 

fácticas. 

En primer lugar, la Corte recurre a instrumentos internacionales como la Convención 

de la Haya sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y la 

Convención Interamericana de Restitución Internacional. Al hacerlo, la Corte busca que su 

decisión esté alineada con los estándares y expectativas internacionales en materia de 

derechos del niño. Esto es especialmente relevante dado que el niño en cuestión, Juan Diego 

Flick Galeano, tiene doble nacionalidad. En segundo lugar, la Corte también se apoya en 

leyes nacionales como el CCE y el CNA. El CCE, por ejemplo, ofrece una definición de 

"residencia habitual" en su artículo 54, que se utiliza para evaluar dónde debería residir el 

niño. El CNA, por su parte, proporciona directrices adicionales sobre el bienestar del niño en 

su artículo 11 y 77. Al incorporar estos códigos nacionales en su análisis, la Corte garantiza 

que la decisión sea contextualmente relevante y adecuada a las especificidades del sistema 

legal ecuatoriano. 

La combinación de estos dos niveles de análisis legal —internacional y nacional— 

permite a la Corte realizar una evaluación proporcional y equilibrada de la situación. No se 

trata solo de aplicar la ley de forma mecánica, sino de interpretarla de manera que se cumpla 

con el objetivo último de proteger el ISN. Este enfoque multidimensional refuerza la solidez 

de la motivación de la Corte y demuestra cómo el principio de proporcionalidad puede ser 

aplicado de manera efectiva para resolver casos complejos que involucran múltiples 

jurisdicciones y consideraciones legales. La sentencia muestra cómo este principio puede ser 

efectivamente aplicado para llegar a decisiones que son tanto legales como éticamente 
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sólidas, minimizando las objeciones comunes relacionadas con la subjetividad y la 

inconsistencia. 

Por otro lado, en la sentencia Resolución N.° 112-2012, el tribunal se enfrenta a las 

objeciones comunes al principio de proporcionalidad, particularmente la subjetividad, al anclar 

su razonamiento en un marco legal y doctrinal sólido. Específicamente, el tribunal se apoya 

en el Artículo 44 de la CRE, que establece que "los derechos de los menores prevalecen 

sobre los derechos de los adultos" (p.4). Además, el tribunal invoca la CDN para reforzar su 

decisión. De manera específica, la sentencia establece: "Es verdad, así se lo ha reconocido, 

que los tratados internacionales, en el Ecuador, están al mismo nivel jerárquico que la 

Constitución, los que deben ser aplicados de manera directa por jueces y autoridades 

administrativas." (p.5) Además, se señala que: 

Dentro de la doctrina de la protección integral de niñas, niños y adolescentes se 

incluye o comprende a todos los instrumentos internacionales de protección de 

derechos humanos suscritos por el Ecuador y que forman parte de la Constitución de 

la República (p.5). 

Al recurrir a estas fuentes legales y principios, el tribunal busca eliminar cualquier 

ambigüedad o subjetividad que pudiera surgir al aplicar el principio de proporcionalidad. El 

tribunal no solo se basa en una sola fuente legal o en su interpretación subjetiva, sino que se 

esfuerza por armonizar diferentes fuentes legales y principios para llegar a una decisión 

equilibrada y justa. De acuerdo con Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes48. Este método de 

fundamentación legal múltiple sirve como un mecanismo de control para garantizar que la 

decisión final sea tanto proporcional como en el mejor interés del niño. 

Finalmente, en la Resolución N.° 318-2012, el enfoque del tribunal parece estar más 

inclinado hacia la aplicación e interpretación de las normas legales que en una evaluación 

proporcional de los intereses en juego, especialmente en lo que respecta al ISN. Este enfoque 

se manifiesta de manera más evidente cuando el tribunal señala la falta de identificación de 

las "normas de derecho que a consecuencia de tal quebranto han sido equivocadamente 

aplicadas o no aplicadas, conforme exige la Ley para la configuración de la causal tercera." 

(p.7) 

 
48El concepto de fundamentación legal múltiple se refiere a la práctica de basar una decisión judicial 
en varias fuentes legales, doctrinas y principios, en lugar de depender de una sola norma o 
interpretación. Este enfoque tiene el objetivo de fortalecer la solidez y la objetividad de la decisión, 
minimizando la subjetividad y los sesgos que podrían surgir de la interpretación judicial. En el contexto 
del principio de proporcionalidad y del interés superior del niño, la fundamentación legal múltiple actúa 
como un mecanismo de control que busca asegurar que la decisión final sea equilibrada, justa y 
alineada con los objetivos legales y sociales más amplios (Alarcón-Cedeño y Suárez-Montes, 2020). 



51 

Este énfasis en la aplicación e interpretación de las normas legales, sin una clara 

articulación de cómo se ponderan los intereses en juego, sugiere que la aplicación del 

principio de proporcionalidad podría haber sido más completa y explícita. En casos que 

involucran el ISN, la aplicación del principio de proporcionalidad es crucial para equilibrar los 

diversos factores y derechos en juego, como la seguridad del niño, el derecho a la familia, y 

otros intereses legales y sociales. La falta de una evaluación proporcional detallada en la 

resolución plantea preguntas sobre cómo se ha considerado el ISN en el proceso de toma de 

decisiones. En ausencia de tal evaluación, se corre el riesgo de que las decisiones judiciales 

puedan no reflejar un equilibrio adecuado de los intereses, lo que podría tener implicaciones 

significativas para el bienestar del niño. 

Por lo tanto, aunque la resolución aborda aspectos técnicos y legales importantes, la 

falta de un análisis detallado sobre cómo se aplicó el principio de proporcionalidad en la 

determinación del ISN sugiere que la motivación en este aspecto podría haber sido más 

completa y explícita. Este vacío en la motivación judicial resalta la necesidad de una 

evaluación más completa que incorpore explícitamente el principio de proporcionalidad. 
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CONCLUSIÓN 

El principio del ISN emerge como un pilar fundamental en la protección y promoción 

de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Esta premisa, respaldada por 

instrumentos jurídicos internacionales como la CDN y reforzada por la legislación nacional de 

Ecuador, subraya la responsabilidad de las autoridades y entidades, tanto públicas como 

privadas, de priorizar el bienestar y desarrollo integral de los menores en todas las decisiones 

que les afecten. La Observancia General 14, en particular, destaca la necesidad de interpretar 

este principio de manera favorable para el ejercicio de los derechos de los niños, lo que 

implica una consideración detallada de las circunstancias individuales de cada menor. 

Además, en situaciones de conflicto entre derechos, el ISN debe ser el criterio determinante 

para resolver dichas tensiones. 

En relación con la sustracción internacional de menores, Ecuador, como signatario y 

ratificante de convenios relevantes, se ha comprometido a garantizar y proteger los derechos 

fundamentales de los niños. El Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 

Internacional de Menores busca abordar situaciones en las que un menor es trasladado o 

retenido ilícitamente en otro país. En la práctica, esto significa que los tribunales ecuatorianos, 

al tomar decisiones sobre casos de sustracción internacional de menores, deben priorizar el 

ISN, considerando aspectos como la seguridad, bienestar emocional y vínculos familiares del 

niño. Sin embargo, la interpretación y aplicación del ISN en el sistema jurídico ecuatoriano 

enfrenta desafíos significativos. Aunque el principio jurídico interpretativo en Ecuador 

promueve una interpretación amplia y favorable de la ley en beneficio de los derechos de las 

personas, la discrecionalidad en su aplicación puede conducir a interpretaciones divergentes 

y, en ocasiones, contradictorias. 

Esta variabilidad en la interpretación puede generar incertidumbre jurídica y afectar la 

coherencia del sistema jurídico, especialmente en sentencias que involucran a menores. Es 

esencial que los jueces estén adecuadamente capacitados y familiarizados con los 

estándares del ISN, evitando prejuicios personales o culturales y garantizando que sus 

decisiones estén alineadas con los principios y normas internacionales de derechos 

humanos. La coherencia en la interpretación y aplicación del ISN es crucial para garantizar la 

protección efectiva y el bienestar de los niños, niñas y adolescentes en Ecuador. 

En el análisis consolidado de las tres resoluciones judiciales, Resolución N.° 112-

2012, Resolución N.° 318-2012 y Resolución N.° 031-2011, se observa una variabilidad en la 

aplicación y motivación del principio del ISN. Aunque todas las resoluciones invocan el ISN, 

la profundidad y claridad en la aplicación del principio de proporcionalidad en su 

determinación son inconsistentes. Esta inconsistencia sugiere que la motivación judicial en la 
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determinación del ISN podría haber sido más completa y explícita, lo que resalta la necesidad 

de herramientas doctrinarias y jurisprudenciales más robustas. 

Además, las resoluciones muestran una combinación de enfoques hermenéuticos, 

desde la interpretación gramatical hasta la referencia a la jurisprudencia y la doctrina. Sin 

embargo, la falta de coherencia y sistematización en estos enfoques indica que los juzgadores 

podrían beneficiarse de una guía más clara para ponderar los intereses en juego de manera 

efectiva. En cuanto al principio de proporcionalidad, aunque se aborda en el contexto de la 

valoración de la prueba, su aplicación en la determinación del ISN es menos clara. Esto podría 

interpretarse como una manifestación de objeciones comunes relacionadas con la 

subjetividad y la inconsistencia en la aplicación del principio de proporcionalidad. 

Por lo que se puede decir que, aunque valiosas en su intento de proteger los derechos 

del niño, revelan áreas que requieren mayor claridad y coherencia. La adopción de un 

enfoque más sistemático y la inclusión de técnicas adicionales podrían mejorar 

significativamente la aplicación del ISN, alineándolo más estrechamente con una concepción 

garantista que priorice la protección efectiva de los derechos del niño. Este enfoque más 

sistemático y coherente sería coherente con los objetivos de esta investigación, que busca 

proporcionar al juzgador las herramientas necesarias para una aplicación más acertada del 

principio del ISN. 
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RECOMENDACIONES 

Para fortalecer la aplicación del principio del ISN en el sistema judicial ecuatoriano, es 

crucial que se implementen programas de capacitación específicos para jueces y personal 

judicial. Estos programas deberían centrarse en una comprensión profunda de las normativas 

internacionales y nacionales relevantes, incluida la Observancia General 14. Además, la 

elaboración de guías de interpretación jurídica que ofrezcan directrices claras sobre cómo 

aplicar el ISN y el principio de proporcionalidad podría ser de gran utilidad para mitigar la 

variabilidad en la interpretación y aplicación de estos principios. 

Una revisión sistemática de la jurisprudencia y la doctrina relacionadas con el ISN y 

la sustracción internacional de menores podría servir como base para la elaboración de estas 

guías y para la formación judicial. En este sentido, la implementación de mecanismos de 

revisión o auditoría para evaluar la coherencia y la calidad de las decisiones judiciales que 

aplican el ISN, también sería beneficiosa. Estos mecanismos podrían incluir un comité de 

expertos o una instancia judicial superior dedicada a este fin. 

La transparencia en la toma de decisiones judiciales es otro aspecto que requiere 

atención. Los tribunales deben esforzarse por mejorar la transparencia, especialmente en lo 

que respecta a la motivación de sus fallos. Una motivación más detallada y explícita no solo 

facilitaría la comprensión pública y profesional de cómo se está aplicando el ISN y el principio 

de proporcionalidad, sino que también podría ofrecer una base más sólida para cualquier 

apelación o revisión judicial. 

Dada la complejidad de los casos que involucran el ISN, un enfoque interdisciplinario 

que incluya la consulta con expertos en psicología infantil, trabajo social y otros campos 

relevantes podría ofrecer una evaluación más completa del bienestar del menor. Finalmente, 

una revisión y actualización de las leyes y reglamentos nacionales para asegurar su 

alineación con los estándares internacionales en materia de ISN es imperativa. 
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ANEXOS 

Anexo 1. 
Resolución N.° 112-2012. 
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Anexo 2. 
Resolución N.° 318-2012. 
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Anexo 3. 
Resolución N.° 031-2011. 
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